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DEMANDA DE LA COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

ANTE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EN EL CASO DE
DANIEL DAVID TI81 (12.1241 c. LA REPÚBLICA DEL ECUADOR

...:',
INTRODUCCiÓN

Señor Presidente y demás Jueces de la Honorable Corte Interamericana de Derechos
Humanos:

_.

De conformidad con el Articulo 61 de la Convención Interamericana sobre Derechos
Humanos. la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante. "la Comisión")
presenta el caso del señor Daniel David Tibi (en adelante, "el señor Tibi" o la "presunta
víctima"). ciudadano francés, ante la Corte lnteramericana de Derechos Humanos (en
adelante. "la Honorable Corte") y solicita que esta dictamine que el Estado del Ecuador es
internacionalmente responsable de la violación de ciertos artículos. que se especifican más
adelante, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante. "la
Convención Americana" o "fa Convención"). La Comisión, por medio de esta demanda,
instituye en este acto SL;S actuaciones ante la Corte, de acuerdo con el Artículo 32 del
Reglamento de la Corte.

El señor Tibi fue arrestado el 27 de septiembre de 1995, mientras manejaba su auto
en camino a una reunión de negocios en la Fundación Guayasamrn. Fue arrestado sin
orden judicial por oficiales de pollera de la ciudad de Quito. Fue luego llevado en avión a la
ciudad de Guayaquil, a unos 600 kilómetros de Quito, donde fue recluido en una celda y
detenido ilegalmente por veintiocho meses. La presunta víctima afirma que era totalmente
inocente de los cargos que se le imputaban y que fue torturado en varias ocasiones ­
golpeado, quemado y asfixiado- para obligarlo a confesar su participación en un caso de
narcotráfico. El señor Tíbí era comerciante en piedras preciosas y a la fecha del arresto se
le incautaron bienes de su propiedad avaluados en un millón de francos franceses que no le
fueron devueltos cuando fue liberado. Su liberación se produjo el 2 de enero de 1998.

...

-

La Comisión entiende que las circunstancias que rodearon el arresto y la detención
arbitraria del señor Tibi en el marco de la ley de drogas ecuatoriana revelan numerosas

violaciones graves de las obligaciones que la Convención Americana impone al Estado. Es
significativo que en numerosas instancias las violaciones de la Convención Americana son
también violaciones de la legislación interna, pero esta no ofrece recursos para esas
violaciones. Esta no es la primera vez que la Corte se encuentra ante muchas de estas
cuestiones -como el arresto y la detención en violación de una ley preexistente. la no
presentación inmediata del detenido ante un funcionario judicial. la no información al
detenido de los cargos que se le imputan, el incumplimiento de los plazos legales en
relación con las etapas del proceso judicial, etc». habiéndolas examinado y decidido ya en
el caso similar de otro ciudadano ecuatoriano, el señor susrez Rosero, en 1997.' El
carácter grosero de estas violaciones se ve exacerbado por el hecho de que el señor Tibi
era inocente de todo delito según la legislación ecuatoriana pero sufrió 28 meses de
detención en condiciones escandalosas. Además. la persistente negativa del Estado a

, Corte IDH. Caso SuJrQl ñosero, Sente~cia de 12 de noviembre d. 1997. Serie C W 35 .
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liberarlo pese a no poder probar su complicidad en delito alguno viola la presunción de
inocencia a que tiene derecho todo sospechoso de un delito hasta probada su culpabilidad
y plantea graves interrogantes acerca de la legalidad y eficacia de la justicia penal

•acuatorrana.

,.....

,'.." "

En el trámite de este caso ante la Comisión, el Estado sostuvo que el señor Tibi no
habla agotado los recursos del sistema interno. Las circunstancias del caso del señor Tibi
exigen responsabilizar al Estado por graves violaciones de la Convención Americana y
exigirle que adopte las medidas necesarias para garantizar que no se reiteren en el futuro
violaciones similares.

1. PROPÓSITO DE LA DEMANDA

-

-

-

El objetivo de la Comisión en la presentación del presente caso ante la Corte
Interamericana de Derechos Humanos es obtener de esta una determinación de
responsabilidad internacional de la República del Ecuador por la violación de la Convención
Americana en relación Gon el proceso penal interno contra Daniel David Tibi. En particular. la
Comisión sostiene que el Estado es responsable de la violación del derecho del señor Tibi a la
libertad personal, dispuesto en los Artlculos 7(2) (3) (4) Y (51 de la Convención, de su
derecho a un trato humano, dispuesto en el Artículo 5121 de la Convención, de su derecho
a no ser obligado a au:oincriminarse, dispuesto en el Artículo 8(2}(g) y 8(3). de su derecho
a ser juzgado dentro de un plazo razonable, dispuesto en el Artículo 8( 11, de su derecho a
la presunción de inocencia, dispuesto en el Artículo 8(2), de su derecho a un juicio
imparcial, dispuesto en el Artículo B(2)(bl. de su derecho a un abogado defensor, dispuesto
en el Artículo B(2)(dl 'f le), de su derecho al goce de sus bienes, dispuesto en el Artículo
21 (1) Y (2) Y de su derecho a un recurso sencillo y rápido ante un tribunal competente
para protegerse contra actos violatorios de sus derechos fundamentales, dispuesto en el

Articulo 25. todo ello. lerdo conjuntamente con las obligaciones que impone al Estado el
Artículo 1(1) de la Convención. Además, la Comisión argumenta que el Estado, al no
otorgar un recurso co-vtra los malos tratos durante la detención, al no ofrecer un recurso
contra la detención preventiva prolongada, violatoria de su propia legislación interna, al no
ofrecer recursos ante la demora indebida en el inicio de las actuaciones judiciales, y al no
otorgar un recurso réoido y sencillo ante un tribunal competente para protegerse contra
violaciones de sus derechos fundamentales, todo ello, constituye una violación de las
obligaciones que el Artículo 2 de la Convención impone al Estado de dar efecto legal
interno a los derechos garantizados en los Articulas 5. 7, 8 Y 25 de la Convención.

- Habida cuenta de la naturaleza de las violaciones de las que el Estado es
responsable, la Camisón sostiene que el Ecuador debe otorgar al señor Tibi una reparación
efectiva, que incluya una indemnización por el daño moral sufrido. Además. para asegurar
que el Estado respeta y garantiza el respeto de los derechos consagrados en la Convención
respecto de todas las personas bajo su jurisdicción, y para evitar violaciones similares en el
futuro, dado que la Honorable Corte ya lo ha declarado en violaciones similares, en el caso
Suárez Rasero mencionado, la Comisión procura una orden que exija que el Estado adopte
las medidas legislativas y de otra rndo/e necesarias para dar efecto al derecho a un juicio
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dentro de un plazo razonable. para dar efectividad al recurso judicial de amparo de la
libertad para los detenidos que tratan de impugnar una detención alegadamente arbitraria, y
adopte las medidas que garanticen que las condiciones de detención en las cárceles del
Estado sean periódicamente revisadas para demostrar si cumplen con las normas mínlmas
de un trato humano disouestas en la Convención.

La Corrusion esta especialmente preocupada por la reiteración sistemática de
violaciones en casos interpuestos ante ella, que refieren a irregularidades en el proceso
penal, en particular. en casos de drogas. tras el caso Suárez Rasero, en que se alegan
algunos tipos de violaciones que se determinó ocurrieron en ese caso. Esta reiteración de
violaciones sugiere que el Estado ha desconocido las serias observaciones que formulara la
Corte en el caso de Suárez Rosero, y que no ha introducido ninguno de los cambios
requeridos para evitar 13 reiteración de las violaciones establecidas en ese caso. Hace seis
años, en 1997, la Honorable Corte afirmó que:

Ecuador está obligado. en virtud de los deberes generales de respetar los derechos y adoptar
disposiciones de derecho interf"¡O (Arts. 111) V 2 de la Convenci6ni a adoptar las medidas
necesarias para asegurar que violaciones como las que han sido declaradas en la presente

•sentencia no se producirén de nuevo en su jurisdicción.·

11. REPRESENTACiÓN

-

-

La Comisión ha designado a Marta Altolaguirre. Presidenta de la Comisión
Interamericana, y a Santiago Cantón. Secretario Ejecutivo de la Comisión. para actuar como
sus delegados. y a Christina M. Cerna, Especialista Principal de la Comisión, para actuar como
asesora letrada de sus delegados, en la tramitación del presente caso ante la Corte.

-

De acuerdo con las disposiciones del Artículc 33 del Reglamento de la Honorable
Corte, la Comisión índic» por este medio que el peticionario original en estas actuaciones fue
Arthur Vercken, abogado francés que representó al señor Tibi de julio de 199B al 9 de
noviembre de 2001.

Actualmente, el señor Vercken no está
vinculado al caso. La presunta víctima es Daniel David Tibi, cuyo domicilio es:

.com.Laex­
cónyuge de la presunta víctima es Beatrice Baruet, madre de sus hijos.

Al 12 de diciembre de 2001, los representantes del señor
Tibi ("los peticionarios" I son Viviana Krsticevic, Directora del Centro por la Justicia y el

•
Derecho Internacional (CEJIL) y Farith Simon Campaña, Coordinador de la Clrnica de Derechos
Humanos de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador - DDHH PUCE). También
representan debidamente acreditadas a la víctima las siguientes personas:

z susrer Rasero. SUI'ra. nota 1. p~rr. 106
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Todas las comunicaciones con los representantes de la presunta víctima deben ser
canalizadas por la vía de CEJIL.

111. JURISDICCiÓN DE LA CORTE

La Honorable Corte es competente para pronunciarse en este caso, conforme está
presentado, con respecto a la violación de los Artículos 2, 7. 8, 24, 25 Y 1( 1) de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos. La República del Ecuador ratificó la
Convención Americana el 28 de diciembre de 1977. El 24 de julio de 1984, Ecuador
presentó un instrumento reconociendo la jurisdicción de la Corte lnteramericana de acuerdo
con el Articulo 62 de la Convención Americana. Ese reconocimiento fue acompañado de la
siguiente declaración, conforme al Articulo 62(2} de la Convención:

De acuerdo con lo prescrito en el parágrafo 1 del Artrculo 62 de la Convención antes
mencionada el Gobierno del Ecuador declara que reconoce como obligatoria de pleno derecho
y sin convención especial, la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
sobre todos /05 cases relativos a la interpretación o aplicación de la Convención. Este
reconocimiento de competencia se hace por plazo indeterminado y bajo condición de
reciprocidad. El Estado ecuatoriano se reserva la facultad de retirar el reconocimiento de
astas competencias cuando lo estime conveniente.

Según el Artículo 62 de la Convención Americana, la jurisdicción contenciosa de la
Honorable Corte respecto de los Estados partes de la Convención abarca todos los casos
vinculados a la interpretación V aplicación de la Convención con respecto a hechos V actos
acaecidos después de la fecha de depósito del instrumento de ratificación o adhesión del
Estado a la Convención y de la declaración de aceptación de dicha jurisdicción. Las
reivindicaciones actualmente presentadas ante la Honorable Corte se refieren a hechos que
rodean el arresto. detención, procesamiento y ulterior desestimación de cargos contra
Daniel David Tibi, todo 1:) cual ocurrió después de la ratificación de la Convención por el
Estado.

Como se detalla más adelante, la Comisión lnteramericana ha tramitado este caso de
acuerdo con las disposiciones pertinentes de la Convención Americana y de su Reglamento.
El caso ha sido debidamente remitido a la Corte, en conformidad con el Artículo 61 de la
Convención Americana, pues se han completado los procedimientos especificados en los
Artículos 48 a 50 de la Convención. Han sido. pues, satisfechos los requisitos procesales para
la presentación ante la Corte.
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IV. TRÁMITE DEL CASO ANTE LA COMISiÓN INTERAMERICANA

A. Trámite de la petición

Tras el recibo de la petición el 15 de julio de 1998, la Comisión remitió al Estado. el
7 de mayo de 1999, las panes pertinentes de la petición, solicitándole sus observaciones
dentro de los 90 días,=onforme a su antiguo Reglamento. También por carta de la misma
fecha. la Comisión informó él los peticionarios que había remitido al Estado las partes
pertinentes de su petición, y que se le comunicaría toda respuesta que pudiera presentar.
El 12 de agosto de 1999, el Estado respondió al pedido de informaci6n y el 27 de
septiembre de 1999, presentó nueva información. El 8 de octubre de 1999, se remitió
esta información a los peticionarios.

El 5 de octubre de 2000. en el lOSo período ordinario de sesiones, la Comisión
aprobó el informe 90/00, en el que afirmó la admisibilidad de las denuncias del señor Tibi
en relación con los Art.culos 5, 7, 8, 10, 11, 21 Y 25 de la Convención Americana y
decidió continuar con la consideración del fondo del caso. (Anexo 1). La Comisión remitió
el informe a los peticionarios y al Estado por cartas del 26 de octubre de 2000. Por cartas
del 30 de octubre de 2000, la Comisión se puso a disposici6n de las partes, de acuerdo
con el Artículo 48( 1)(fl de la Convención Americana, con miras a lograr una solución
amistosa de la materia, sobre la base del respeto por los derechos humanos consagrados
en la Convención. La Comisión solicitó una respuesta del Estado a este respecto dentro de
los 30 días. Por carta del 17 de noviembre de 2000. los peticionarios respondieron Que
estaban interesados en una solución del caso con el Estado. En esa misma fecha, la
Comisión notificó al Estado del interés de los peticionarios en la solución del caso, y una
vez más le solicitó que respondiera dentro de un período de 30 días. El Estado no expresó
interés en procurar una solución amistosa y, en consecuencia, la Comisión procedió a
preparar su informe sobre el fondo del caso.

La Comisión convoco una audiencia el 14 de noviembre de 2001, en el 1 13°
perfodo de sesiones, a efet:tos de considerar el fondo del caso .

El 2 de octubre de 2001, el Estado presentó el documento No. 19404 de la Oficina
del Procurador General, fechado el 29 de agosto de 2001, en el que alegadamente se
probaba que en el caso en cuestión el Estado hebla actuado de acuerdo con la ley. El
documento fue remitido a los peticionarios el 7 de noviembre de 2001. El 9 de noviembre
de 2001, el señor Tibi ¡.,formó a la Comisión que el señor Vercken ya no era su
representante y que se representaría a sr mismo en la audiencia del 14 de noviembre de
2001. La audiencia tuvo lI..gar el 14 de noviembre de 2001, en la sede de la Comisión, en
Washington, D.C., a las 14.00 horas.

En la audiencia, la:omisión planteó una serie de preguntas al Estado, que sus
representantes no estaban preparados para responder, y que solicitaron poder responder
par escrito, después de la audiencia. Por carta del 15 de noviembre de 2001. se enviaron
las preguntas al Estado, solicitándosete las respuestas dentro de las tres semanas, o sea,
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para el 5 de diciembre de 2001. El 12 de diciembre de 2001, PUCE de Quito y CEJIL de
Washington pasaron a ser los representantes del señor Tíbi ante la Comisión ("los
copeticionarios") .

Por nota del 11 de enero de 2002. el Estado remitió sus respuestas a las preguntas
planteadas en la carta de la Comisión del 15 de noviembre de 2001. El 5 de febrero de
2002. estas respuestas fueron transmitidas a los peticionarios, para obtener sus
observaciones. las cuales fueron solicitadas dentro del plazo de un mes. El 4 de marzo de
2002. los peticionarios presentaron sus observaciones sobre las respuestas del Estado. El
1 de abril de 2002. se remitieron estas observaciones al Estado, pidiéndole que toda
información final fuera enviada a la Comisión dentro de los 30 dras, No se recibieron
nuevas observaciones del Estado. Por comunicación del 29 de agosto de 2002. los
peticionarios presentaron información adicional, sobre el fondo del caso. La Comisión
remitió al Estado las partes pertinentes de esta información adicional del 29 de agosto de
2002, en carta del ;;; de septiembre de 2002, solicitándole que presentara cualquier
información adicional relevante al caso dentro de los 20 días. La Comisi6n no recibió
respuesta adicional alguna del Estado a su pedido de información.

B. Aprobación del Informe N° 34/03 de la Comisión sobre los méritos

-

o·~..·•

_.

El 3 de marzo de 2003, en el 117 o perfodo ordinario de sesiones, la Comisión
aprobó el Informe N° 34/03 sobre el fondo del caso (Anexo 2). El informe, la Comisión
estableció la violación del derecho del señor Tibi a la libertad personal. dispuesto en el
Artículo 7, del derecho a un trato humano. dispuesto en el Artfculo 5. del derecho a ser
juzgado dentro de un plazo razonable, dispuesto en el Artículo 8(1), del derecho a la
presunción de inocencia, dispuesto en el Artfculo 8(2). del derecho a un juicio imparcial.
dispuesto en el Artfculc 8(2)(b), del derecho a un abogado defensor desde el momento de
la detención, dispuesto en el Artículo 8(2)(dl, del derecho al goce de sus bienes yana ser
privado de estos sin el pago de una Justa indemnizaci6n, dispuesto en el Arttcutc 21 (1) V
(2), y del derecho a un recurso sencillo y rápido ante un tribunal competente para la
protección de sus derechos fundamentales, dispuesto en el Artículo 25 de la Convención,
todo ello, en conjunto con la violación del Artículo 11') de la Convención. Además, la
Comisión alega que el Estado fue responsable de la violación de las obligaciones que le
impone el Artículo 2 de la Convenci6n de dar efecto legal interno a los derechos
garantizados en los Artículos 5. 7, 8 Y 25(1) de la Convención, dado que estas violaciones
reproducen otras similares determinadas en el caso Suárez Rasero y el Estado no adoptó
las medidas legislativas y de otra índole necesarias para reparar esas violaciones en su
legislación interna.

Sobre la base de sus conclusiones, la Comisión recomienda que el Estado otorgue al
señor Tibi una reparación efectiva. que incluya una indemnización, y la rehabilitación por
las torturas por él sufridas, así como la eliminación de todo prontuario que pueda haberse
creado en el sistema de la justicia penal ecuatoriana. Se entiende que ello significa, como
en el caso Suerez Rosero, que el Estado retirará su nombre del prontuario penal V del
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registro Que lleva el Consejo Nacional de Narc6ticos y Sustancias Pslcotrópicas.? Además,
la Comisión recomienda que se adopten las medidas legislativas V de otra índole necesarias
para dar efecto a la ley je amparo de libertad .

Por carta del 25 de marzo de 2003. enviada por fax. se remitió al Estado el Informe
N· 34/03, soücrtándole que informara sobre las medidas adoptadas para cumplir las
recomendaciones del rrismo dentro de los dos meses a partir de la fecha de su remisión.
Por carta de la misma fecha, la Comisión informó a los peticionarios que habfa aprobado el
Informe N o 34/03, V que el mismo habra sido enviado al Estado, con el requisito de que
informara a la Comisión dentro de los dos meses acerca de las medidas que hubiere
adoptado para dar cumplimiento a las recomendaciones. Además, la Comisión solicitó que
los peticionarios suministraran en un mes la información referida en el Articulo 43(3) de su
Reglamento' en relación con su posición sobre la posibilidad del envIo del caso a la Corte
lnteramericana de Derechos Humanos.

c. El Estado declina responder al informe sobre los méritos

-

.-

El plazo de dos meses venció el 25 de mayo de 2003 sin que se recibiera una
respuesta de parte del Estado. La Comisión fue oficiosamente notificada por las partes de
que los peticionarios habían presentado una propuesta de solución amistosa al Estado y
que éste la estaba considerando. Como las negociaciones nunca fueron formalizadas ni
arribaron a una conclusión satisfactoria, la Comisión decidió presentar esta demanda ante
la Honorable Corte.

- V. ESTABLl:CIMIENTO DE LOS HECHOS

-

Se presenta esta demanda ante la Honorable Corte para la determinación por esta
de la responsabilidad Internacional del Estado, de acuerdo con el derecho internacional en
materia de derechos humanos. por someter a Daniel David Tibi a una detención arbitraria
violatoria del Artfculo 7, a un tratamiento que puede ser caracterizado como tortura y a
otros malos tratos que violaron su derecho a la integridad personal, consagrado en el
Artículo 5, a la privación de sus bienes sin el pago de una indemnización justa, en violación
del Artículo 21, a la privación de su derecho a un recurso sencillo V rápido ante un tribunal
competente para protegerlo contra actos violatorios de los derechos fundamentales
reconocidos por la Constitución y las leyes del Estado afectado, en violación del Artículo
25 de la Convención, conjuntamente con las obligaciones Que impone al Estado el Artículo

-

.1 Véase Co,'[e lOe;. C060 Roparaclones (Art. 63111 de ta Con'Jenci,~n Amer;cana sobre Derechos Humanos.
Sen'Mcla de 20 de enero de 1999, párr.113.

4 Artrc'Jlo 43CS¡ del ~egiamento de la Co"isión, que exige que los parlcion.7Jrlos lr,.ceresados an presentsr un CiJ50
ante la Corte Interamerit::ana )resanten a 1.:1 ComisI6n /8 información ~iqu¡ente:

-

a, I,a posición de 1.<:1 v'c'timfil o de sus familiares. 6; son otros QUE! el pa'ticiofiario:
b. los datos pe-see ales de la vfct.ma '; d(~ sus familiares:
1::. las razones por las que considera qlJé el caso debe ser remitido a la Corte:
d. las pruebas docl..mel'\ta~es, tastimoniales V de peritos di:s.pcrllbles
e las reí...,(t'dicac::iorlB& respecto de la!; rap a-acronee V cestas .
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1(1) de dicho instrumento. La Comisión también procura una determinación de que el
Estado no cumplió las obligaciones que le impone el Artfculo 2 de la Convención de dar
efecto legal interno a los derechos consagrados en los Artículos 5, 7, 8 Y 25, al no otorgar
reparaciones y evitar a repetición de las violaciones establecidas en el caso Suárez Rosero
en 1997.

A. El proceso penal

1 . Arresto arbitrario

........

El 27 de septiembre de 1995, a las 15.45 horas, el señor Daniel Tibi fue arrestado
en la ciudad de Quito mientras conducía entre la Avenida Amazonas y la Avenida Eloy
Alfaro. El arresto fue efectuado por dos oficiales de policía con identificaciones de
INTERPOL pero sin orden judicial, quienes declararon estar actuando en un asunto de
control de Inmigración. La presunta víctima fue trasladada a un destacamento policial,
donde se le incautaron sus pertenencias." Unas dos horas después de su arresto, se le dijo
que tendría que ver a un juez de primera instancia en Guayaquil - una mera formalidad- y
que regresarfa más tarde, esa misma noche. El traslado se harla en avión. El arresto violó
las disposiciones de 12 legislación ecuatoriana (Artfculo 172 de la Ley No. 134, Código de
Procedimiento Penal del Ecuador)" pues fue arrestado sin orden de detención y sin cargos o
pruebas que lo vincularan al presunto delito.

El Estado indicó que el señor Tibi fue detenido el 28 de septiembre de 1995. con
otras catorce personas presumiblemente implicadas en actividades ilfcitas, en el marco de
una operación antidrogas con el código "Operativo Camarón". De acuerdo con el informe
policial, estas personas fueron arrestadas en base a declaraciones de testigos y otros
implicados en los hechos. El Estado argumentó que no fueron privados arbitrariamente de
la libertad, sino que fueron detenidos en base a presunciones serias y como parte de un
operativo policial. El Estado señala que, cuando fueron arrestados, ninguno fue tratado en
forma que pudiera corsiderarse cruel, inhumana o degradante, y que fueron trasladados a
los lugares pertinentes para la investigación de sus casos. En su respuesta sobre la
admisibilidad de la petción, fechada el 12 de agosto de 1999, el Estado afirma que en un
informe del 26 de septiembre de 1995 la policfa supo que dentro de la Operación Camarón
una persona lel señor Tibil habfa sido identificada como proveedora de clorhidrato de
cocarna para su distribución al detalle en la ciudad de Quito y que, por tanto, la poücta

...

o El neticronario suministró 3 la Comisión una lista de dos. p~gin8s en que se detallan los biar"l&! que se le incautare«
en el arresto. La lista tus ccnreeeícnaca en el mcrnernc del arresto del señor Tlbl y esra firmada por 61 y por e! Teniente de
Polici<J. Edl!ion Tobar.

6 Ari 172: Con el objeto de invA6tig3r la eormsión de un delito, antes de irtictada la respectiva acci6n penal. el Juez
competente podrá ardanar la detención de una persona. SQa por conccrrnrenre personal o por Informes. verberes o Bscritos de
las agentes de la Polida Nacioral o de la Pelleta .Judicial o de cualquier otra persona. que establezcan la consrancta del delito
y I;:,~ ccrrespondientes ceesunclenes de responsabilidad. ES1;} detenc.on se Drdenar~ mediante boieta que ccmendré los
siguientos requisitcs: 1. les motivos de la detencicn: 2. El lug~r y la fecha en que 68 la expido: y. 3. La firma del Juez
ccmpetert8.

Pera el cumpJimier"lto de la orden de detenetén se entregaré dicha bolet~ a un Agente de !~ Polida Nacion31 o de la
pol~c.ra Juaiclal.

r.----
P.13
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pidió al juez que impartiera una orden de arresto contra él, según las investigaciones
pertinentes. El Estado informó que la orden de arresto fue emitida el 28 de septiembre de
1995, por el Juez Ángel Rubio Game. También se sostiene que, conforme a la ley. en el
momento de su arresto se le incautaron sus pertenencias y que. a partir de entonces, no se
presentó reclamación alguna de las mismas .

.......
2. Detención preventiva arbitraria y prolongada

,...

_.

A su llegada a Guayaquil. el señor Tibi fue retirado del avión, esposado y transferido
a la sede de INTERPOL, donde se le recluyó en una celda hasta el dra siguiente. Al dra
siguiente fue llevado oe la celda ante el Fiscal, sin presencia de un juez. El señor Tibi
afirmó que a esa altura no sabía de la razón de su arresto, y que sólo lo supo algunas
semanas después por el abogado de otro preso. En la oficina del Fiscal se le mostró un
átburn de fotos de personas implicadas en una operación antidroga bajo el código
"Camarón" y, en particular, la foto de una persona a la que el señor Tibi habla visto en dos
ocasiones para negociar una exportación de carteras de cuero, transacción que nunca se
materializó. Tras reconocer a esta persona, el señor Tibi explicó porqué la misma habla
visitado su casa. La persona, Eduardo Edison García. formuló una declaración en términos
similares, pero. de acuerdo con la alegada víctima, la última parte de la declaración de
García fue falsificada por la policía para implicarlo. INTERPOL acusó al señor Tibi de haber
vendido a Eduardo Garcia 50 9 de clorhidrato de cocaína. En diciembre de 1995, Eduardo
García negó el informe policial, pero su declaración no fue incorporada al expediente. En
marzo de 1996, Eduardo Garcla formuló una segunda declaración a la policía en el sentido
de que el peticionario era inocente, y esa declaración fue incorporada en el expediente. El
señor Tibi afirma que, para implicarlo. la policía modificó las declaraciones de Eduardo
GarcCa y que sus declaraciones originales, verdaderas. no fueron incorporadas al expediente
sino hasta marzo de 1996 (cuatro meses después de formulada la primera declaración de
Gar cíal.

--,-

-

S610 se permitió al señor Tibi contactar a su esposa dos dras después del arresto.
La esposa se trasladó a la cárcel, donde estaba recluido y donde se le dijo.
incorrectamente. que su marido no se encontraba allí. Tras un período de siete días. se
permitió al señor Tibi contacto con un abogado, pero al carecer de dinero en su poder, no
pudo contratar un letrado. Estuvo sin defensa letrada por Un período de un mes. Afirma
que cuando fue transferido se le pidió dinero para asegurarle una celda donde pudiera
dormir en "condiciones sequras" y que pasó 80 días en los corredores de la prisión hasta
que pagó a un guardia 20.000 sucres (US$901 para acceder a una celda.

-En ningún morrento el señor Tibi fue llevado ante el juez de primera instancia Angel
Rubio Game, ni fue interrogado por éste. No tuvo oportunidad de probar la legalidad de su
detención, ni fue informado por un funcionario judicial de la naturaleza de los cargos que se
le imputaban. Sólo compareció ante un juez en una ocasión, en una audiencia sobre su
amparo judicial, su petición de reparación constitucional. Todos los recursos recorridos,
incluido el de habeas corpus, fueron rechazados.

~S-JUL-2003 17:39
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3. Ataques contra su integridad personal

-

-

Entre marzo y abr'll de 1996. con cinco meses de arresto, se le ofreció al señor. Tibi
su libertad a cambio de una declaración de admisión de participación en el caso Camarón,
Afirma que recibió amenazas de muerte en un intento de presionarlo para cambiar su
declaración. Se le ataron las manos, y se le trasladó a un cuarto, donde le propinaron
golpes de puño en el cuerpo y el rostro. Le quemaron las piernas con cigarrillos y con
barras de metal al rojo. Diez días después. se repitieron los golpes y las quemaduras. esta
vez, con el saldo de varias costillas fracturadas. En otras ocasiones, lo golpearon con
bates de baseball. y su nerqieron su cabeza en un tanque de agua. En ningún momento
recibió atención médico por las lesiones. Las sesiones de tortura finalmente terminaron
cuando intervino la Embajada de Francia. En total, el señor Tibi contó siete sesiones de
ese tipo. Pese a la coacción ttslca. el señor Tibi nunca admitió estar involucrado en manera
alguna en los delitos de que se le acusaba.

~.~.... Artículos de la prensa francesa y ecuatoriana e informes de médicos franceses que
examinaron al señor Tibi por afecciones derivadas de las lesiones sufridas en la prisión. tras
su regreso a Francia, respaldan sus denuncias de tortura.

-

"'.,

El Estado argumenta en su respuesta a la petición, con respecto a la alegada
vial ación del Artículo 5 (2), que la única prueba disponible en relación con la presunta
tortura del señor Tibi deriva de informes preparados por médicos franceses. El Estado
señala que. estando en prisión. el señor Tibi fue visto por médicos del Ecuador Que no
documentaron pruebas ce tortura alguna. En el informe de la Corte Suprema del Ecuador
tampoco se menciona tortura alguna. En consecuencia. la única información disponible
sobre tortura proviene de los médicos franceses. quienes. a juicio del Estado. no eran
imparciales. El Estado ::oncluye que la información presentada por el señor Tibi no es
suficientemente convincente para probar la etiología de la alegada tortura y Que, en
consecuencia, no puede responsabilizarse internacionalmente al Estado de la violación del
Artículo 5 de la Convención Americana.

4. Violación del debido proceso en las actuaciones judiciales

",.

El señor Tibi permaneció bajo detención preventiva por más de dos años sin que se
le permitiera ejercer el derecho a ser oído con todas las garantras del debido proceso. Esta
prolongada detención preventiva viola los parámetros de la ley interna y lo privó de la
presunción de inocencia a que tiene derecho todo acusado hasta ser juzgado y probada su
culpabilidad de un delito Se le mantuvo bajo prisión preventiva por dos años. aunque no
existió la más mfnima prueba creíble de Que fuera culpable de un delito. Basar el
fundamento de su detención en la declaración de un coacusado no era legítimo para que la
justicia lo mantuviera detenido, puesto que la legislación ecuatoriana dispone que la
declaración de un coacusado no puede usarse como prueba contra el acusado. Además, el
señor Tibi no recibió notificación previa en detalle de los cargos que se le Imputaban ni
tuvo acceso a un abogado defensor antes de ser interrogado. lo que también viola las
disposiciones de la ley ecuatoriana.

,:'.s-ru,-2003 17: 39 96% P.15
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En la respuesta del Estado del 29 de agosto de 2001, se sostiene que las
autoridades ecuatorianas actuaron de acuerdo con la ley en el proceso penal del Caso Tibi.

5. Acceso a un procedimiento sencillo y rápido para probar la legalidad de la
detención

._.

En julio de 19903, procurando obtener su libertad, el señor Tibi interpuso un recurso
de amparo ante el Presidente del Tribunal Superior. Esta medida fue rechazada cuando el
Presidente del Tribunal halló pruebas en el expediente que sugerían una infracción de la ley
y la responsabilidad del peticionario, lo cual basta, según el Artículo 177 del Código de
Proceso Penal del Ecuador, para mantener a una persona bajo custodia."

El 3 de septiembre de 1997, se aceptó el pedido de sobreseimiento. Sin embargo,
el señor Tibi no fue liberado de inmediato, porque el fiscal tenía que enviar el veredicto a la
"consulta" del Tribunal Superior, de acuerdo con los Artículos 398 a 403 del Código de
Proceso Penal del Ecuador (Ley 134).e En circunstancias normales, la consulta debía ser
evacuada en dos semanas, pero en este caso llevó más del límite legal. Ante esta demora,
el 2 de octubre de 1!~97, la presunta víctima interpuso un recurso de amparo para su
liberación; ésta afirma, que el mismo fue desestimado, sin explicación alguna. Agrega que
no fue liberado tras el sobreseimiento provisional dictado el 3 de septiembre de 1997,
como lo exige la ley ecuatorlana." Pese al rechazo de este recurso, en enero de 1998, los
jueces decidieron firmar la consulta, concluyendo -como indica el dictamen- que las
denuncias formuladas contra el señor Tibi no teman relación alguna con las actividades
delictivas examinadas en el proceso y resolvía impartir la orden de liberación. El 21 de
enero de 1998. el peticionario fue liberado. Había estado detenido preventivamente en el
Ecuador un total de dos años, tres meses y tres semanas. Una vez liberado, el señor Tibi

...

...... '

.-.

7 La de.cisió" tomada por el presidente del Tribunal Supf"rior de Justieia de GuaYB'1ui1 sobra el amper o de libertad por
v.a del rabeas cornos establece Que. "tomo el caso está pendiente de scluclón, hemos manejado al efecto las
ccns.ceraeienes slguiemes: (1) que para formular una opinión y gi1rantlzar la validez del dictamen, hemos artalizado las
actuscrenas el!!'l juiCIO pen.'1l del que deriva el recurso. en particular el intormt' de 13 ¡n'/9Eligaeión quo, teniendo en cuenta la
naturaleza del delito objeto de Iwe,rigaci6n. es de capilal importanc,a; 121 quo el Are 177 del C6digo de Proceso Penal. en
que s.s casa la orden de dstenc.ón prevenrive impugnada. eeie requiere la p"eSSnC13 de prueba que apunte a Id sxrstencra de
una vio.ación de la ley v la respansabllidrld del principal. corno autor O cómplice, debIéndose establecsr con la certeza en
cuanto a esa responsabilidad 3n otra etapa del ercceso -cuanno se pronur-c.a la sentencia: (3) que el contenido del
menc.onacc informe de ¡r'vesti9aci6n indica que les requisitos previos necesarios para la admisrón de la medida cautelar sí
existen. lO que Justifica su aCnJr.1 aplicación, por cuanto en las actuaciones hasta ahora no SQ refutó el fundamento en que se
base En ccnstcerac-en de lo cual. se de!'9stima el recurso".

~ Art. 398: Los juece:; dé lo penal elBvarjn en consuna ooligBtoriameita. las autos de sobreseimiento a la Corte
Superior respect.va 1. ..1

Art. 399: Siempre que el Juez dietare en el mismo prccece auto de sobreseímíanto en favor da uno o más; de los
~indlcados L .. l se remItirá a I~ Cone Superior copia del proceso para que resuelva sobre la consulta V el origin2l1 Irá al Triounal
Penal para que ~ontinlJe Si rrárrute.

Art:. Aa 1: La Cone Su¡:¡e(lcr resolverá la ccnsuha por los méritos de 10 actuado. en el plazo de QUince ote s contado
ce sde la recepción del proceso 't SI.J resolución causará elecutcr.a.

s El Art(cl.llo 246 del Código de Procedlm~ento Penal establece que ses provisional o definitivo el sobreseimiento del
proceso o del SIndicado, el Juez pondr.i en .nmedreta libertad al SIndicado SI estuviere bajo orisrén preventiva. sin perjuicio d~

Que se vuelva a ordenarla SI 01 a'JIO de sobreserrmento fuero revocado.

"
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regresó a Francia, pero contrató un abogado en el Ecuador, el doctor Colón Delgado
Cedeño, a quien dio instrucciones de seguir todos los procedimientos en que habfe estado
involucrado.

6. No devolución de las pertenencias a Daniel David Tibi

~..

El señor Tibi cor-ierciaba en piedras preciosas y en momentos del arresto la pollcía le
incautó bienes de valor considerable; ninguno le fue devuelto cuando lo liberaron, pese a
que la restitución hat.la sido ordenada por el Tribunal Penal de Guayaquil el 23 de
diciembre de 1998. ' 0 El valor de los bienes denunciados por el peticionario asciende a un
total de FRF 1.000.00C.

-

-

El Estado señaló que, una vez que el caso fue desestimado y esta decisión fue
confirmada por la sexta sala del Tribunal Superior de Guayaquil en enero de 1998. el señor
Tibi no exigió sus pertenencias. sino que regresó de inmediato a Francia, su pafs de origen,
sin presentar ninguna reclamación ante las autoridades competentes -procedimiento que,
dicho sea de paso, es sencillo y no requiere grandes formalidades, una vez dictado el
sobreseimiento. El Estado argumenta que, en consecuencia, el señor Tibi no agotó los
recursos internos en relación con la presunta violación del Artfculo 21 de la Convención.

VI. ANALlSIS JURfOICO

La Comisión sostiene respetuosamente ante la Honorable Corte Que las circunstancias
de hecho relatadas dan lugar a la responsabilidad internacional del Estado, según el derecho
internacional en materia de derechos humanos, por someter a Daniel David Tibi a una
detención arbitraria, en violación del Artfculo 7; a un proceso penal que viola sus derechos
al debido proceso, según el Artículo 8; a un tratamiento que puede ser caracterizado como
tortura y otros malos tratos que violan su derecho a la integridad personal, conforme al
Artículo 5; a la privación de sus bienes sin el pago de una indemnización justa, en violación
del Artículo 21; Y a la privación del derecho a un recurso sencillo y rápido ante un tribunal
competente para protegerse contra actos Que violen los derechos fundamentales
reconocidos por la Constitución y las leyes del Estado afectado, en violación del ArtIculo
25 de la Convención Americana. conjuntamente con las obligaciones Que impone al Estado
el Artlcuío 1(1) de dicho instrumento. La Comisión también procura una determinación de
que el Estado no cumplió con las obligaciones derivadas del Artículo 2 de la Convención de
dar efecto legal interno ,3 los derechos consagrados en los Artlculos 5, 7. 8 y 25.

10 El dictamen del Tr bunal Pen.1 do Guayaquil de 23 da septiembre de 1996 establece Que: "habi6ndose
confirmado (el sobreseimiento dE:! acusado] Daniel Tlbl se dispone la dsvolucrón de sus bienes, que EB hacen constar &rt el
I",forme de lnvasuqacrán de Antrnarceuccs de GU.JV3!.. previa con'irmac'lI~n de la Sexta Sala del Tribuna¡ Superior de Justicia
de Guayaquil. a la que se elevará en consulta esta reselucrcn",

-

" ......,
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A. El Estado es responsable de la violación del derecho del señor Tibi a un trato
humano, consagrado en el Artículo 5(11 y 5(21 de la Convención, por someterlo
a tortura y a otros maltratos físicos

.*"

-

.-

1 . Consideruclonas de hecho

El señor Tíbi denunció que en marzo de 1996, seis meses después de que la policía
lo trasladara a Guayaquil, fue torturado y maltratado ffsicarnente en siete ocasiones por
funcionarios de la prisión, estando bajo la custodia del sistema penitenciario ecuatoriano.
En las propias palabras del señor Tibi:

Por la primera sasiorr, fue llamado a la D"ección. AIIf estaban otros reos que no conocla.
Solo. en una sala, f ue presentado a unos de la INTERPOL. Me dijeron cue podía salir bajo la
condición de rechazar mi declaración y reconocer pertenecer al caso Camarón. Estaban
vestidos de civiles. morenos, entre 30 y 40 años. un poco gordos. Tenfan cara de asasmo. No
me cubrieron los ojos. Salieron de la sala, yo también.

Dos o tres días después. fue llevado por guardias sin que me digan a donde. Fuimos en el
pabellón de la direcc:ián pero en una parte que pareefa estar en reparo. Entre en una sala V
C09f un tremendo puñetazo en la cara sin saber de donde venía. Pues me cogieron. me
pusieron las manos por atrás y asl me ataron. No tuve tiempo da ver a sus rostros. Me
sentaron en una silla y se mantuvieron atrás mfo. Uno de ellos me mantenfa el cuello y la
nuca. Así cogí go'pes en la cara sin saber con qué golpeaban. Traté resistir pero me
golpeaban de nuevo. Me pedían volver sobre mi declaración en mi propio interés. Y para
evitar que tener que preocupase de mi mujer y de mis hijos V también para que no se
descubre algún dta !I mi cuerpo en un campo entorno a la cárcel. Pues me dejaron un rato
1112 hora) Sin pegarlle mas. Quedaron sin hablar y después de esa rato uno dijo: "Bueno.
vamos a hacer que firmes asta declaracrén.' Me negwé otra vez.

Entonces me pusie"n en el suelo. uno me puso el pie en la nuca estirándome por las
muñecas. Otro me evanto las piernas del pantalón y empezó a quemar mis propias piernas
con cigarrillos. Me hicieron. esa vez. una docena de quemaduras. Entre cada quemadura se
relan V dectan: "Esto. los vamos a hacer a tu mujer y pues la vamos a violar. Firma esa
declaración hijo de p.Jta. no tienes para escoger." Eso duró una hora. Me sentía medio raro.
El dolor me había hacho pedazos el cerebro y todo gritaba por dentro. Pensé: Si firmo vaya
coger 25 años o sea la muerte. pues no hay como sobrevivir 25 años aquí. Si no firmo. me
va,""! a matar.

Pasaron unos diez dl.as y otra vez vinieron a buscar. Esta vez me pusieron las esposas en la
d.raccién misma. Fue un guardia que canoera ·Piedra" ro llamaban y no se si se trata de su
apellido... Es bien conocido en la cárcel por ser un guardia muy duro. Tengo su foto.

Para esta segunda sesión entre en la misma sala ya con las esposas por atrás. No se cuantas
personas estaban ahr pues me empujaron V me golpearon de Inmediato: patadas V puñetazos:
"hola el Francés. sig\.es tan inteligente, tan duro. pero vas a ver. nos vamos a divertir".

Me mantuvieron en ,,1 suelo otra vez me Quemaron las piernas. Como tenia pantalón corto
pudiaron quemarme los muslos también. Me parece que esta vez no usaban cigarrillos sino
palos metálicos cale-rtaccs. Lo hicieron hasta que me desvanecí. Me despertaron con
bofetadas y me encontré en mi celda. Tenía varias costilla rotas V diflcul~ades para respirar.

Tuve que soportar sie te sesiones de torturas con quemaduras en todo el cuerpo. huesos rotos,
dientes rotos. herida" etc. En uno de las sesiones me pusieron dos electrodos en las bolas.
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No vi bien pero me parece que habla una batería. No podfa ver porque estaba en el suelo con
los brazo atrás. Una vez me ataron los pulgares en la espalda y me pusieron la cara en el agua
(un barril metálico) hasta que me ahogue. Lo hicieron 4 veces. Me insultaban V pedían que
firme: "Nosotros lo aasemcs bien. podernos seguir adelante" decían. Me parecía cierto pues se
relan mucho. No se cuantos eran tal vez dos o tres.

Se ofreció al seriar Tibi su libertad a cambio de una admisión de su participación en
el caso Camarón. Recibió amenazas de muerte, en un intento por presionarlo para cambiar
su relato. Se le ataron las manos V se le trasladó a un cuarto donde recibió golpes de puño
en el cuerpo y el rostro. Sus miembros inferiores fueron quemados con cigarrillos y con
barras de metal al rojo Diez días más tarde, se repitieron los golpes y las quemaduras.

esta vez, con el resultado de algunas costillas fracturadas. En otras ocasiones, fue
golpeado con bates de baseball y se le sumergió la cabeza en un tanque de agua. En
ningún momento recibi 6 atención médica por sus heridas. Las sesiones de tortura sólo
terminaron tras la intervención de la Embajada de Francia. En total, el peticionario contó
siete sesiones. Pese a la presión trsica. el señor Tibi nunca admitió estar involucrado en los
delitos de que se le acusaba. En su respuesta. el Estado sostiene que el señor Tibi brindó
testimonio sin presi6n de la oficina del Fiscal ni de la policía, cuando fue arrestado. y que la
única prueba que sustancia los cargos de tortura del señor Tibi proviene de sus médicos
franceses. que estabar sesgados a favor de la versión de los hechos del señor Tibi.
Ningún médico ecuator ano que visitó a la alegada víctima en la prisión encontró indicio
alguno de tortura.

El 7 de noviembre de 2001. el doctor Samuel Gerard Benayoun efectuó un examen
médico al señor Tibi. En el informe sobre este examen, que fue presentado durante la
audiencia ante la Comisión, se formularon los siguientes comentarios sobre el maltrato
sufrido:

El señor r,b, declara que siempre negó los cargos que se le Imputaban en forma constante, al
reiterar sus declaraciones. Señala Que cuando se encontraba en prisión preventiva lo visitaban
policías para torturar o V extraarla otra declaración de autoincriminación. Declara haber sido
varias veces quemado con cigarrillos y barras de metal calentadas: haber sido golpeado a
puntapiés V golpes de puño. e inclusive con un bate de béisbol a nivel del rostro. Precisa que
tras este golpe perd,ó un puente V algunos dientes. V que un detenido dentista le fabricó
prótesis. Agrega que recibió un golpe de machete en la mano izquierda y que su estado de
salud está obviamente muy deteriorado.

En un informe escrito en español el 19 de septiembre de 1997 por el Departamento
de Medicina Legal de la oenitenclarta en que estaba recluido el señor Tibi, se afirma que se
quejaba de dolor y de dificultades para movilizarse. Cuando lIeg6 a Francia, el señor Tibi
fue examinado por el Dr. Lespirit en el Hospital Henri Mondar. y en su informe del 28 de
enero de 1998, se concluyó, en base al informe de dicho médico. que el peticionario
presentaba una degradación del estado general con una pérdida de 10 kilos en dos años,
heridas dermatológicas can cicatrices de úlceras varicosas en los miembros inferiores.
cicatrices de quemaduras de cigarrillos en el cuerpo y los miembros superiores, dolores en
la parte izquierda del t6rax como consecuencia de patadas sufridas desde hace seis meses
de la revisión, dolores del p6mulo izquierdo debido a un golpe de bate, responsable de una
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distorsión visual y de una hipoacusia del oído izquierdo, V de una disminución de la
sensibilidad en las rr iembras inferiores. El examen radiológico lumbar arrojó una
protuberancia de discos pastero-laterales izquierdos, que comprime el canal medular, con
un proceso de hernia. El informe, escrito en francés. incluye información respecto de otras
dolencias que afectabar. al señor Tlbi tras su liberación de la prisión ecuatoriana.

El 16 de febrero de 1998. el señor Tibi fue examinado por el Dr. Rati, en un hospital
de Dijon. Este médico informó, entre otras dolencias. de "faringitis crónica congestiva."
Dos meses después, el señor Tibi fue operado en un hospital de Dijon, y el informe médico
firmado por el Dr. Burnot el 16 de junio de 1998, establece que tenia dificultades para
respirar a ratz de tener a nariz partida y que ello exigía intervención quirúrgica. El señor
Tibi debió también recibir una rehabilitación dental, para lo cual contactó al Dr. Gerard
Ohavon, cirujano dental de París, quien le colocó implantes por un valor total de 286.000
francos franceses. En junio de 2001 fue hospitalizado con hepatitis "e". lo que requirió
tratamiento con interfercna. El informe médico señala Que probablememe se infectó en la
cárcel del Ecuador.

Además. el señor Alain Abellard. periodista del periódico francés Le Monde que fue
enviado al Ecuador para cubrir las elecciones presidenciales de 1998, había seguido el caso
de Tibi desde su detención y hasta su liberación en 1998. Tras la partida del señor Tibi
ese año. el señor Abellard redactó un arttcuto titulado "Midnight Express en Ecuador",
publicado en Le Monde el 18 de junio de 1998, en que seña/aba que el 80% de los
detenidos en la cárcel de Guayaquil lo son por delitos relacionados con las drogas y el 84%
del grupo permanece detenido sin juicio normalmente por un período de tres a cuatro años.
Además, el señor Abellard señala que mueren unos cinco a ocho detenidos por semana
debido a la violencia y las enfermedades. Agrega en ese ertlculo que la policía tortura a los
sospechosos para obtener confesiones, y que Daniel Tibi aún tenía las cicatrices de las
quemaduras de cigarrillos y de la violencia de que fue objeto. El señor Tibi nunca planteó el
asunto de la tortura ante los tribunales ecuatorianos, pero sí e/ de los malos tratos en la
Penitenciaría del Litoral de Guavaqutl. en una carta del 24 de febrero de 1997, dirigida al
Director Nacional de Prisiones. No hay indicios de que haya recibido respuesta.

2. Consideraciones de derecho

48. El articulo 5 de la Convención Americana consagra el derecho a la integridad
personal. Los incisos (1) Y (2) de esta disposición establecen:

{1 ¡ Toda persona tiene eterecho a que se respete su integridad física . pslquice V moral.
(21 Nadia debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles. inhumanos o degradantes.

Toda persona privada de libertad será tratada con el respete debido a la dignidad
inherente al ser humano.

3. Análisis

La Corte Interamericana afirmó en su sentencia en el Caso Loayza Temevo, con respecto a
Id violación del Artlculo 5 de la Convención, que

P.20

I ..lO., . ...

2S-JIJL-2Uü03 1~:'¡1

.q I 1'"-------~-_._,-,--,_...._--_. ""'..,'_..._.._--------------------------



... - '">~ , ....._.' " --­. "
fiJ 021

"

., .."

16 naooo78
.+-

._.

La infracción del derechO a la integridad flsica y psfquica de las personas es una clase de violación que
tiene diversa, connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o
tratos crueles. inhUManos o degradantes cuyas secuelas ñsicas y pstquices varían de intensidad según
los factores endógenos y exógenos que deberán ser demostrados en cada situación concreta. La
Corte Europea de Jerechos Humanos ha manifestado que. aún en la ausencia de lesiones. los
sufrimien:os en el plano físico V moral. acompañados de turbaciones psícuicas durante los
interrogatorios, pueoen ser considerados como tratos inhumanos. El carácter degradante se expresa en
un sentimiento de miedo, ansia e inferioridad con el fin de humillar. degradar y de romper la resistencia
trsica y moral de la víctima 1. .. 1. Dicha suuacron es agravada por la vulnerabilidad de una persona
ilegalmente detenido" Todo uso de la h:erza que no sea estrictamente necesario por el propio
comportamiento de a persona detenida COnstituye un atentado a la dignidad humana 1... 1 en violación
del artículo 5 de la Convención Americana. I 1

-

Según ha quedado establecido a través de los informes de los médicos franceses a
raíz de los exámenes médicos hecho meses después de la detención. el peticionario sufri6
varias torturas: quemaduras en las piernas y los muslos con cigarrillos y con palos
metálicos calentados, h .iesos rotos. costillas rotas, dientes rotos, heridas, bofetadas. etc.
Segun la denuncia, el peticionario fue introducido en una sala de la penitenciaria. rodeado
por oficiales de la misma, o al menos con autorización para permanecer allí. sin la presencia
de un juez u otro funcionario competente. En esa sala el peticionario sufrió en siete
ocasiones dlstintas agresiones físicas y torturas con el objeto de obligarlo a declarar en su
contra, que, como lo demuestran los exámenes médicos, han dejado evidencias físicas y
producido secuelas de por vida. La Comisión rechaza el argumento del Estado de que los
médicos franceses estuvieran sesgados en su favor y la insinuación de que inventaron las
pruebas de que el señor Tibi habta sido torturado, dada la especificidad y los detalles de las
consecuencias de su tortura establecidos en los informes médicos.

-

.;;.".

Según el informe policial presentado el 29 de septiembre de 1999, el Estado
sostiene que el paticlor ario. en respuesta a las preguntas planteadas. no por la Pollera
Nacional sino por el Fiscal. sostuvo que "su testimonio es libre y voluntario y que de
ninguna manera ha sido maltratado o presionado para rendir su declaración". La Comisión
concluye, a estar a las declaraciones del señor Tibi a la información en general presentada.
Que no sufrió torturas ni un trato cruel. inhumano o degradante cuando se le interrogó por
parte de la policía, sino después de haber sido transferido a la cárcel, donde sostiene con
bastante especificidad q'je fue sometido a siete incidentes de malos tratos. al menos una
vez, can el propósito de obligarlo a cambiar su posición de que nada tenía que ver con los

cargos de narcotráfico.

-
Por su parte, la Corte Europea de Derechos Humanos ha observado en numerosas

ocasiones que la prohibición de la tortura en la Convención Europea consagra uno de los
valores fundamentales de las sociedades democráticas y. como tal. orchlbe en términos
absolutos la tortura o un trato o castigo inhumano o degradante. En el sistema europeo, la
prohibición de la tortura no admite excepciones ni derogaciones, en virtud del Artlculo 15,
ni siquiera teniendo en cuenta los imperativos de una emergencia pública que amenace la

.. C0f19 10H. Caso L03Y;"S Tsmevo, Sentenci do' 7 de enéro de 199 7. Ssrle e No. 33, p~rr. 57 .
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vida de la nación o alguna sospecha, por fundada que sea, de que la persona pueda estar
involucrada en actividades terroristas u otras actividades delictivas. '2

A fin de determir ar si una forma panicular de maltrato debe calificarse de tortura, la
Corre Europea ha indicado que el trato debe llegar a un nivel mfnimo de gravedad para que
sea inhumano o degradante y, en el caso extremo, tcrtura" La distinción entre tortura y
trato inhumano admite atribuir el estigma especial de la "tortura" sólo al trato deliberado
que causa sufrimiento muy grave y cruet.'

-

Al considerar la diferencia conceptual entre el término "tortura" y "trato inhumano o
degradante", la Comisión entiende que el concepto de "trato inhumano" incluye el de
"trato degradante", y que la tortura es una forma agravada de trato inhumano, perpetrado
con un objetivo, a saber, obtener información o confesiones o infligir castigo. Al respecto,
es importante observar que el Ecuador es parte de la Convención Interamericana para
Prevenir y Sancionar la Tortura, habiéndola ratificado el 9 de noviembre de 1999. Pese a
que el Ecuador ratificó la Convención después de la ocurrencia de los hechos del presente
caso, la definición de la tortura en el tratado refleja en medida sustancial elementos
Jurídicos internacionales establecidos que rigen el crimen de tortura y pcdrtan, por tanto,
informar adecuadamente el sentido de la norma establecida en el Artículo 512) de la
Convención Arnerlcana. El Artículo 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y
Sancionar la Tortura dispone:

...-"

Para los efectos ele la presente Convención se entenderá por tortura todo acto realizado
intencionalmente por el cual se Inflijan a una persona penas o sufrimientos f:sicos o mentales.
con fines de investigación criminal. COl110 medio intirnidatcrio, como castigo personal, como
medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la
apíicacrén sobre ura persona de métodos tendientes a anular la personalidad da ra vrctirna o a
disminuir su capaci,jad flsica o mental. aunque no causen dolor físico o angustia psrquica .

No esteran comprandidos en el concepto de tortura las penas o sufrimJentos flsicos o mentales
que sea" únicarnente consecuencia de medidas legales o inherentes a éstas, siempre Que no
Incluyan la realización de los actos o 13 aplicación de los métodos a que se refiere el presente
a-trcuto.

Además, se entiende que, al igual Que con la jurisprudencia europea pertinente, el
criterio esencial para establecer la distinción entre tortura y trato o castigo cruel, inhumano
o degradante según el Articulo 512} de la Convención Americana, debe analizarse en cada
caso, teniendo en cuenta sus peculiaridades, la duración del sufrimiento, los efectos ffsicos
y mentales de cada víctima específica y las circunstancias personales de ésta.

'1 veas•. por ejemplo. Corto EDI;, AkSQV c. Turqu!a. Sentencia do 18 do diciembre do 1996. párr ..62.

q Véase. por ejemplo, Ccrre EDH. VI/vars/sn v Otros C. Rem., Un/do. Sllnt~nc;a de 30 de octubre de 19.9 J, poirr.
107.

1.1 \I~as8. por ejernclo. Corte EDIi, IrtstfdrJ c. Reino Unida. scntenc.a de 18 da (lriero de 1978, parr. 167'.
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Las pruebas que se presentan ante esta Honorable Corte establecen que agentes del
Estado infligieron gravE' sufrimiento al señor Tibi, causándole serias lesiones corporales.
Estas acciones la causaron muy graves problemas ífslccs. que se enumeran en la petición:
pérdida del ardo; pérdida de visión en el ojo izquierdo; necesidad de cirugía reconstructiva
en el ojo; cirugra plástic:a nasal; ciruqía reconstructiva de los nervios del lado izquierdo del
rostro: cicatrices de quemaduras da cigarrillo en el cuerpo; la explosión de las paredes
intestinales; costillas fracturadas; dientes partidos y deteriorados -quedó con cuatro
dientes en el maxilar inferior; graves problemas sanquíneos: hernias, tétanos, remoción de
maxilar, etc. El grave mpacto físico de este castigo está relatado descarnada mente en la
descripción citada antes del señor Tit»,

_.

-

~",

Después de las golpizas y las quemaduras con cigarrillos y metal al rojo en su
cuerpo, el Estado no brindó al señor Tibi ningún tratamiento médico, pese a haber sido
gravemente herido. La Comisión sostiene que la violación de la prohibición de la tortura y
de otros maltratos, deriva en responsabilidad del Estado de acuerdo con el derecho
internacional y requiere que el Estado investigue los hechos. Cuando un individuo plantea
una denuncia verosfmil de que ha sido gravemente maltratado por la policía O los guardias
carcelarios, o por otros agentes del Estado, en violación de la prohibición expresa dispuesta
en el Artrcurc 5(21 de la Convención Americana, esa disposición, lerda en conjunto con las
obligaciones del Estado de "respetar" y "garantizar" a todas las personas sujetas a su
jurisdicción, los derechos y libertades reconocidos en la Convención, requiere por
implicación, que allí deba haber una investigación oficial efectiva. Esta investigación debe
ser capaz de llevar a la identificación y castigo de los responsables.

Sobre la base de estas circunstancias y a la luz de los principios legales
examinados. la Comisión entiende que el grave daño físico sufrido por el señor Tibi bajo
custodia constituvó una violación del Artículo 5(1) de la Convención y le causó niveles de
sufrimiento de intensidad suficiente a los fines del Artículo 5(2) de la Convención. La
Comisión sostiene que el grado de dolor y sufrimiento físico y mental infligido al señor Tibi,
que fueron causados intencionalmente para extraerle una confesión y provocar su
reconocimiento de resoonsabiricad por el delito imputado, se vio exacerbado por no haberle
suministrado tratamiento médico después del hecho y constituyeron "tortura" dentro del
significado del Articulo 5(2) de la Convención,

Por tanto, la Comisión sostiene ante la Honorable Corte que la República del
Ecuador es responsable de la violación de los derechos del señor Tibi garantizados en los
Articulas 5( 1) V (2) de la Convención, en conjunción con las obligaciones que impone al
Estado el Artículo 1(11 de dicho instrumento.

2'3·- JIJL-2003 1"': 42 P.23
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B. El Estado es responsable de la violación del derecho del senor Tibi a la libertad
personal. dispuesto en el Artículo 7 (21. (3). (4) Y (5) de la Convención. por
mantenerlo en prisión preventiva durante veintiocho meses

_.

1 . Consideraciones de hecho

El señor Tibi fue arrestado el 27 de septiembre de 1995 por oficiales de policra que
no tenían orden judicial. como lo exige la ley ecuatoriana." Tras su arresto, el señor Tibi
no fue informado de los cargos que se le imputaban. El 4 de octubre de 1995, fue
informado de que se había impartido una orden y cuando preguntó sobre las razones del
arresto, fue groseramente informado que no existían. Agregó que unas semanas después
del arresto pudo averiguar, a través del abogado de otro detenido, que se le consideraba
involucrado en la Operación Camarón, El Estado observó que la orden de arresto fue
impartida el 28 de septiembre de 1995, reconociendo así que en el momento del arresto
del peticionario no med aba la debida autorización judicial. Adjunto a su respuesta del 27
de septiembre de 1999 el Estado presenta copia de un informe policial en que se afirma
que la orden judicial de arresto del señor Tibi era del 28 de septiembre de 1995. En todo
caso. la Comisión observa que la orden de arresto renta fecha 28 de septiembre de 1995 y
aue el señor Tibi fue detenido un día antes, el 27 de septiembre de 1995.

2. Consideraciones de derecho

El Artículo 7 de
seguridad personales.
siguiente;

la Convención Americana protege el derecho a la libertad y la
Los incisos (1), (21. (31, (4) Y (5) del Artículo 7 disponen lo

,,,...

.,'.'"

1 . ~oda persona tiene derecho a la l,bertad ya la seguridad personales.
2 Nadie pvede ser privado de su libertad física. salvo por las causas y en las
condiciones fijadas ce antemano por las Constituciones Poiíticas de los Estados partes o por
las leyes dietadas ccnforme ~ ellas.
3. Nadie puede ser sometido a detenci6n o encarcelamiento arbitrarios.
4 Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detenci6n
y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.
S. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada. sin demora. ante un Juez u otro
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser pUlIsta en libertad, sin parjuicio de que co~tinúe

el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a qarantras que aseguren su comparecencia
en el Juicio.

3. Análisis

-
Arresto arbitrario

Como se indicó e' la información y las pruebas documentales suministradas por las
partes, Daniel David Tibi fue arrestado por la policía, sin orden judicial. el 27 de septiembre

'r. 'Jésse supra nora 6.
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de 1995. en momentos en que conducía su coche, en la ciudad de Quito. Fue trasladado
en avión a la ciudad de Guayaquil, a unos 600 kilómetros de Quito, donde fue recluido en
una celda y detenido ilegalmente por 28 meses. Al dfa siguiente, el 28 de septiembre de
1995, el primer juez de lo penal de Guayas (Guayaquil) impartió la orden de arresto.

Según el Artículo 7(2) de la Convención Americana, todas las limitaciones a la
libertad personal deben efectuarse de acuerdo con los requisitos sustantivos y procesales
de la legislación interna y de acuerdo con los términos de la Convención Americana.

El Articulo 19(17)(g) de la Constitución del Ecuador de of 1978. vigente cuando fue
arrestado el peticionario. estipulaba que:

Nadie será privado de su libertad sino en virtud de orden escrita de autoridad competente, en
los casos. por el tiempo y con las formalidades prescritas por la ley salvo delito flagrante. en
cuyo casa tampoco podré rnentenérsele sin fórmula de juicio por más de veinticuatro horas.
En cualquiera de los casas no podrá ser incomunicado por més de veinticuatro horas.

Aún en caso de un arresto in flagrante, el juez está obligado a impartir una orden escrita
autorizando el arresto dentro de las 24 horas. El Artículo 172 del Código de Procedimiento
Penal ecuatoriano requiere que el arresto con fines de investigación penal sea llevado a
cabo con una autorización judicial.

El ArtIculo 172 cel Código de Procedimiento Penal ecuatoriano dispone sobre la
detención preventiva en los términos siguientes: "antes de iniciada la respectiva acción
penal, el Juez competente podrá ordenar la detención de una persona, sea por
conocimiento personal c por informes verbales o escritos de los agentes de la Policía
Nacional o de la Policía Judicial o de cualquier otra persona".

Como se ha dicho. la Constitución ecuatoriana establece las circunstancias formales
para proceder a una detención, es decir, por orden de autoridad competente, salvo el caso
de flagrancia. La Constitución no establece ninguna otra situación, fuera de la flagrancia,
en la cual la orden de autoridad competente no sea necesaria.

Cuando la Convención refiere directamente a la legislación interna, como en el
Artfculo 7(2), el curnplim.ento de dicha legislación es parte integral de las obligaciones del
Estado parte y la Comisión tiene que manifestarse satisfecha de dicho cumplimiento,
cuando corresponda. Compete en primer lugar a las autoridades nacionales, en especial a la
justicia interna. interpretar y aplicar la ley interna. Sin embargo, como, según el Artículo
7121. el incumplimiento de la ley interna comporta una violación de la Convención, de ello
se deriva que la Honorable Corte puede y debe ejercer su competencia para determinar si
se ha cumplido con la ley interna. Como lo ha declarado la Corte Europea, el Estado está
obligado a conformarse a las normas sustantivas y procesales del derecho interno pero.
además. toda privación de libertad debe ser congruente con el propósito del derecho a la
libertad personal, a saber, proteger a las personas contra la erbureneoad."

----------
., ve ase Corte EDH. Tsirt.s y Knutoumpes, 29 de -eevc d. 1997 carr 56.
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En su respuesta a la Comisión del 27 de septiembre de 1999, el Estado adjuntó un
informe (No.3291-JPA-G-39) preparado por el Jefe provincial antidrogas de Guayas, que
presenta su versión de los hechos. En ese documento, el Estado hace referencia a un
informe del 26 de septiembre de 1995, emitido por al subteniente de policía Carlos Blanco
y enviado al Jefe provincial de INTERPOL de Guayas, en el que "se pone en conocimiento
que dentro del proceso irwestigatlvo de la denominada 'Operación Camarón' relativa a
narcotráfico y desarrollada en la Ciudad de Guayaquil. se incluyó información sobre un
sujeto de nombre Daniel, 'francés', como proveedor de clorhidrato de cocaína para que se
distribuya al minoreo en la ciudad de Quito". Según el informe policial, se había
establecido la identidad de Daniel David Tibi y se le había identificado como proveedor de
cocaína, y el/o bastó COMO fundamento para solicitar la correspondiente orden de arresto.
Según el Estado, el Oficio No. 240S-JPEIG-95 de fecha 26 de septiembre de 1995 suscrito
por el Jefe de la INTERPOL del Guayas y dirigido al Juez Primero de lo Penal del Guayas,
permite al Juez dictar, el 28 de septiembre de 1995, el correspondiente auto en la cual
ordena la detención del señor Tibi.

~.

No se ha demostrado ni el Estado ha argumentado, sin embargo, que el señor Tibi
haya sido arrestado en delito flagrante. Los hechos incontrovertidos indican que el señor
Tibi fue arrestado el 2 7 de septiembre de 1995, mientras conducía su auto en Quito.
Tampoco ha sido controvertido que la orden de arresto está fechada el 28 de septiembre
de 1995. La detención se realizó en contravención de los procedimientos previamente
establecidos en la Constitución y el Código de Procedimiento Penal del Ecuador y. en
consecuencia, el incumplimiento de la ley ecuatoriana constituyó una violación del Artículo
7(2) de la Convención.

-

-

.-

En base a estas circunstancias y a la luz de los principios jurídicos examinados, la
Comisi6n sostiene que, al no arrestar al señor Tibi según las disposiciones de la legislación
ecuatoriana, que exige que se imparta una orden judicial antes de efectuar el arresto, a
menos que el mismo se efectúe en delito fragrante, constituyó una violación del Artículo
711), 12) y 13) de la Convención Americana. Por tanto, la Comisión solicita que la
Honorable Corte dictamine que la República del Ecuador es internacionalmente responsable
de la violación de los cerechos del señor Tibi consagrados en el Artículo 7(11, (2\ y (31 de
la Convención, leído er conjunto con las obligaciones que impone al Estado el Artículo 1(1}
de la misma.

Detención preventiva arbitraria y prolongada

Los documentos suministrados por las partes indican que el señor Tibi fue arrestado
el 27 de septiembre de 1995 y permaneció bajo detención arbitraria hasta el 21 de enero
de 1998, cuando fue liberado.

los hechos revelan que el 28 de septiembre de 1995, el señor Tibi fue llevado ante
el Fiscal en compañía de varios oficiales de pollera. sin que estuviera presente un juez u
otro funcionario judicial. El 4 de octubre de 1995, el señor Tibi supo de la existencia de
una orden de detención preventiva en su nombre, dictada por el juez de Guayaquil. Afirmó
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que, aunque la justicia sabía de su causa, en ningún momento del proceso fue llevado
físicamente ante el jue¡: pertinente, como lo exige el Artículo 7(51 de la Convención. La
Comisión afirma Que la obligaci6n dispuesta en el Artículo 714\ y (5) de llevar al señor Tibi
ante una autoridad judicial [para informarlo de los cargos que se le imputan y determinar si
debe o no permanecer bajo custodia] no incumbe a la autoridad que realiza el arresto, sino
a la propia justicia.

El Artículo 7 (5) dispone que los detenidos deben ser llevados sin demora ante un
juez u otro funcionarioudicial. La Corte Europea de Derechos humanos ha interpretado en
los siguientes términos el fundamento del requisito de que el detenido sea llevado sin
demora ante las autoridades judiciales:

........
El control judicial de las interferencias por parte del ejecutivo en el derecho a la libertad del
,ndividuo es caracterlstica esencial de la garantra consagrada en el articulo 5 [de la
Convención Europea de Derechos HumanosJ. que tiene el propósito de reducir al mrnimo el
riesgo de arbitrariedad. El control iudlcial es implíCito en el imperio del derecho. "uno de los
fundamentales en l~ sociedad democrática ..... (Caso de 8rogan y otras, Ser. A. Vol. 145. 23
mar. 1988, par. 58 .

El requisito de que la autoridad del Estado haga comparecer sin demora al detenido
ante la autoridad judicial no sólo es esencial para la protección del derecho a la libertad
personal, sino que brinda también protección a otros derechos. sobre todo, el derecho a la
Integridad flsica. El derecho rige inmediatamente a partir del momento de la detención. El
detenido debe ser llevado a comparecer ante la autoridad judicial tan pronto como sea
posible. '7

-

En el presente caso, el Estado se limitó a decir, en el informe policial que transmitió
a la Comisión el 27 de septiembre de 1999, que el peticionario compareció ante el Fiscal,
quien representa al Ministerio Público y quien asume la defensa de los ciudadanos en esta
situación de indagación. El Estado argumenta que el señor Tibi fue conducido al día
siguiente de su detención, vale decir el 28 de septiembre de 1995, ante el Fiscal para
rendir su "testimon o preprccesal". Según el Estado, la Ley sobre Sustancias
Estupefacientes y Psicotrópicas. vigente al tiempo de la detención del peticionario. en su
artículo 116 prevé llevar el detenido ante el Fiscal y no ante un .Juez."

La Corte Europea ha sostenido que el juez o el funcionario judicial ante el cual
comparece el acusado debe tener competencia para impartir una orden obligatoria de
liberación,'9 En un caso de Bulgaria, la Corte Europea indic6 específicamente que un

"-'...
" Véase, Corte EDh. el coso de 8'09"''' N 81.. 29 de noviembre d. 1988 tcuancc dictemln6 que "M puede curo"

violacI6n .alguna del Artfculo ;-3 si el arrestado es ~ltJerado ....r~pid:amenn!· antes de que sea viebte un control judicial de su
detenclón"l. ( el coso da Jon~l. Baljet, V van den Brink , 22 de mayo de 1984, pérr. 52.

18 El Arl(cl,¡!o t 16 estipula que "Valer probatorio de actuacicnss preprocesares: El csrre informativo de la Fuerza
Púb!,'ca V !a declaracIón preprocesa,1 rendIda per el indlci.ado en prs1enCI!=\ dEl) AgQnte Fiscal constitUlrén presuncIón gr43ve de
culpabilidad. s.ernpra que se ~~allare justificado el euerce dal delito",

;9 Vease, Corte EDrl. Sch!csser c. 5"r23. Se,1tanei3 de 4 de diciembre da '979. parro 199.

~".- JIjL-2003 1....,·,~,'.... ~ .....
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funcionario judicial cuvas decisiones podían ser revocadas por un fiscal, no era considerado
suficientemente independiente como para describirlo correctamente como "funcionario
autorizado por ley para ejercer el poder judicial"dentro de la disposición de la Convención
Europea comparable al Artículo 7(5) de la Convención Amerlcana."

El Artículo 56 del Código de Proceso Penal del Ecuador dispone que. si la policía
arresta a alguien en el CJrSO de sus investigaciones, esa persona debe ser llevada ante un
juez dentro de las 48 horas síqulentes.:" El Artículo 56 concuerda con el Artículo 7(5) de
la Convención Americana, que requiere que la persona arrestada sea llevada sin demora
ante un juez u otro funcionario autorizado por ley para ejercer el poder judicial. El objetivo
de este precepto es involucrar a \a justicia en los procedimientos policiales para evitar \05

arrestos ilegales y arbit-arios. La función del juez en esta etapa de las actuaciones es
precisamente supervisar la legalidad del arresto.

La jurisprudencia del sistema Interamericano ha interpretado el Artículo 7(5) de la
Convención Americana en el sentido de que se trata del "derecho del detenido a ser llevado
sin demora ante un juez y a interponer los recursos adecuados para controlar la legalidad
de su arrestc.P El Artículo 5 de la Convención Europea sobre Derechos Humanos se
refiere al derecho él la libertad y seguridad de la persona, y establece que nadie puede ser
privado de su libertad 21 menos que se cumplan determinados procedimientos y conforme a
la ley. Específicamente, el Articulo 5(1 )(c) de la Convención establece que el concepto de
"arresto o detención lícitos de una persona a los efectos de llevarla ante la autoridad
judicial competente por sospechas razonables de que ha cometido un delito ... " ha sido
interpretado por el sistema europeo en el sentido de que la Corte Europea no está llamada
a decidir sobre el arresto del peticionario. sino exclusivamente acerca de si su detención se
realizó conforme a las estipulaciones de la Convención.P

En el caso de autos, el Estado sostiene que la ley que rige el asunto es la Ley de
Sustancias Estupefacientes V Slcotrópicas, que establece que el detenido debe ser llevado
ante el Fiscal, V no ante un Juez. El Artículo' 9 1 de la Constitución de Ecuador establece
que: "El ejercicio de la potestad judicial corresponderá a los órganos de la Función Judicial"
y el Artículo 198 define como "Órganos de la Función Judicial"; 1) La Corte Suprema de
Justicia; 2) Las cortes, tribunales y juzgados que establezcan la Constitución y la ley; y 3)
El Consejo Nacional de la Judiciatura. El Ministro Fiscal General forma parte del Ministerio
Público. que es independiente y está expresamente excluido de la cateqorla de órganos que
conforme a la Constitución ecuatoriana cumplen funciones judiciales.

zc vaasc. Corte eOH. Assenov y Olros, Semece" de 26 de octubre de 1g98, párr 148.

'1 LC]s partes pertinentes del Art(culo 56 rezan como sigue: "Si [el arresto} ~e hubiera raaflzado. pondrá al detenido
J disposrcié o del Juez. Juntamen1e con las dlliqencias qwo hubiese practicado ''¡ el informe correspondiente, dentro de las
cuarenta V Ocho fo¡ora:g: SlgLJIBntB~ <lIS de tencién",

" V"a.e. Corte IDH.. Coso VelssQuBz Roar/guez. Sentencia de 29 do julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 155; Corte
I.D.H. Caso Goatnez Cr¡)Z. Sentencl. del 20 d. enero de 1989, Serie C No. 5. parr. 1e3; Corte 1.0.H.• Cooo Fal,én Garbi y
Solfa. Corrorcs, Sentencia del 15 du marzo de 1989. Serie eNe, 6. pá,rr. 147.

" \léase. Cone EDH Lewtes« ¡Méritosl 1 dé Julio de 1961.
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El Artículo 7(5) de la Convención Americana establece que la persona detenida
"debe ser llevada. sin demora. ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para
ejercer funciones judiciales". El sistema interamericano en los casos arriba mencionados ha
interpretado el Artículo 7(5) en el sentido de que la persona detenida tiene derecho a ser
llevada sin demora ante un juez. El sistema europeo también ha interpretado la referencia a
"una autoridad legal competente" del Artículo 5 (1 líe] de la Convención Europea como
sinónimo de "juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones
judiciales" .2'

La Convención Americana también exige que el detenido sea llevado ante un
"funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales". La Comisión sostiene
ante la Honorable Corte que en el Ecuador un Fiscal no es competente para ejercer el poder
judicial. En su respuesta del 16 de enero de 2002, el Estado informó a la Comisión que los
Fiscales no ejercen el poder judicial (supra). Conforme al Artículo 219 de la Constitución
de Ecuador, el Ministro Fiscal "dirigirá y promoverá la investigación preprocesal y procesal
penal"; además el FisC3/ "acusará a los presuntos infractores ante los jueces y tribunales
competentes, e impulsará la acusación en la sustanción del juicio penal". Conforme a la
Constitución, las funciones del Fiscal son las propias de un acusador público, y no son
funciones judiciales. La Constitución prevé además que el Ministro Fiscal forma parte del
Ministerio Público, que' es independiente de otras ramas del poder público, es decir, es
independiente del Poder Judicial (véase artículo 217 de la Constitución) .

.'>Zj.

-
Ésta no es la primera vez que esta Honorable Corte se ha visto enfrentada a esta

violación. En 1997, la Honorable Corre observó en el caso Suárez Rasero que:

El Estado no contradijo la aseveracién da la Comisi6n de que el señor Suárez Rasero nunca
ccmpareció ante "n~ a... toridad judICial durante el proceso Y. por tanto. la Corte da por
probada esta alegación v declara que esa omisión por parte dal Estado constituye una

violación dal artícuro 715) de la Convención Americana. l
•

-

-

El señor Tibi afirma que nunca fue llevado a comparecer ante el juez de la causa. El
Estado manifiesta que un Fiscal estaba presente durante la declaración inicial del señor
Tibi. La Comisión afirma que el Fiscal no es autoridad judicial ni ejerce funciones judiciales
como lo requiere el artículo 7(5). y que el Estado violó el Artículo 7(5) por cuanto el
acusado no fue llevado ante un juez u otro funcionario autorizado para ejercer las funciones
judiciales.

Según surge de la información y la prueba documental aportada por las partes,
Daniel David Tibi fue detenido, sin orden judicial, el 27 de septiembre de 1995 por la
Policía en la ciudad ae Quito. y fue trasladado en avión a la ciudad de Guayaquil. a 600
km. de Quito. en donde fue puesto en una celda y mantenido arbitrariamente por 28
meses, hasta ser liberado el 21 de enero de 1998. Los plazos admitidos para las distintas

;4 Vée'>c. LallViesS, OfJ. cit. I>.:ítr. 52: /rland2J C, Reino Un¡rio, Sentencia do! 16 de enero dé 1978. p~rr 75.

" Corca lOH. Ca~o SU8rez ñosero, suprs nota 1. párr. 56.

P.2';I
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etapas en los procedirnientos judiciales en este caso no se conforman con la legislación
ecuatoriana (por ejemplo, la ley estipula que en ningún caso puede el sumario durar más de
60 días -art.231 - y en este caso duró un año) y, en consecuencia, no puede considerarse
que se haya cumplido con el derecho a "un juicio dentro de un período razonable", como lo
dispone el Articulo 7(51 de la Convención Americana .

.., _o.

De modo que, tras el arresto, el señor Tibi permaneció en detención preventiva en
Ecuador durante dos años, tres meses y tres semanas. El señor Tibi afirma que esto
constituyó una violación del Artículo 7(5) de la Convención Americana, y que en ningún
momento la policfa le informó de la razón de su arresto, en violación del 7(4), pese al
hecho de que en la orden judicial se indicaba que "se le detenia porque estaba siendo
.nvestiqadc por narcotráfico en el proceso penal No. 361-95". La orden de detención,
preventiva firmada por el Juez Angel Rubio Game fue el primer indicio de que las
autoridades judiciales sabían del arresto del señor Tibi.

....

En base a estas circunstancias y a la luz de los principios jurídicos señalados, la
Comisión sostiene ante la Honorable Corte que el no informar al señor Tibi de las razones
de su detención y de los cargos que se le imputaban constituye una violación del Artlculc
7141 y el no llevarlo sin demora ame un juez u otro funcionario autorizado por ley para
ejercer las funciones judiciales constituye una violación del ArtIculo 7(5\ de la Convención.
Por tanto, la Comisión solicita que la Honorable Corte dictamine que la República del
Ecuador es Internacionalmente responsable de la violación de los derechos del señor Tibi
garantizados en el Artículo 7(41 y (5) de la Convención, lerdo conjuntamente con las
obiiqaciones que impone al Estado el Articulo 1 (1) del mismo instrumento.

....

c. El Estado es responsable de la violación del derecho de Daniel David Tibi
a un juicio justo, incluido su derecho a la presunción de su inocencia,
puesto que no se probó su culpabilidad de acuerdo con la ley. y las
demás garantías inherentes al derecho al debido proceso en las
actuaciones penales

1 . Constderaciones de hecho

-

"-,

El señor Tibi declaró que nunca fue interrogado por un juez después de su arresto el
27 de septiembre de 1995. El Artículo 56 del Código de Proceso Penal del Ecuador
dispone que el detenide debe ser llevado ante un juez dentro de las 48 horas posteriores a
su arresto. En este caso, el señor Tibi no fue llevado ante un juez hasta marzo de 1996.
ocasión en la que sólo ratificó ante un funcionario forense la declaración que había
brindado a la policía. Siete meses más tarde. culminó la etapa del sumario -es decir, un
año después de iniciada, pese a que el Articulo 231 del Código de Proceso Penal exige que
concluya en 60 días. 26 Éstos no son más que dos ejemplos de que el Estado no respetó
sus propias leyes.

~6 Art, 231: "Si los actos a practicarse fueren muchas o deban rCJlii.:Brs8 en lugares distantes. el Juez podrá
prorrogar el sumarlo hasta por treinta dfdS mas. Por tanto en ni"'lgl¡n caso el sumario podrá durar en total més da ~(l.senta

.. ,,~.
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El peticionario fue trasladado del destacamento policial a la Penitenciarra del Litoral,

la prisión más grande ce Guayaquil. en que fue retenido en detención preventiva. Según
un articulo periodlstico presentado por el peticionario. fue una de las 1.703 personas de
esa prisión que no fueron ssntencradas." El artlculo establece, además, que el juez a
cargo del caso del peticionario. Ángel Rubio Game. fue responsable de la detención
arbitraria de 130 de esos presos.

El Estado. en el informe policial incluido en su respuesta de fecha 27 de septiembre
de 1999, afirma que el peticionario fue llevado ante un juez dentro de las 48 horas
siguientes a su detención:

En otras palabras, la Policra Nac.onal SUf)O observar tenscieotemento la dlsoostcián contenids
en el Arr. 55 Código de Procedimienro Penal tantas veces mencionado y en virtud de la cual
se d@ora poner al detenido Daniel David Tibi a dlsposlcién del juez juntamente con las
diligonclas actuadas en relación 3 él Y a los dsrnás implicados asr como también el respectivo
INFORME DENTRO DE LAS CUARENTA Y OCHO HORAS SIGUIE~JTES A LA DETENCION,
ISuorayado dE\1 autor},

la Comisión no puede dar crédito al informe policial arriba referido. presentado por
el Estado. pues es incompatible con los actos de otro representante del Estado. El Fiscal
General de Guayas John Birkett solicitó públicamente que el Juez Rubio fuera recusado del
caso debido a su mal manejo del mismo, lo que comprende su demora de seis meses en
llevar al peticionario ante él en violación del Articulo 56 del Código de Procedimiento Penal,
y una amonestación del Juez Primero de lo Penal de Guayas, Ángel Rubio Game, por haber
actuado en forma incorrecta en el trámite del juicio por narcotráfico conocido como
Camarón. 28 Según el Ministro Fiscal. Rubio Game cometió graves irregularidades. como
saber que la droga fue aprehendida en Durán "sin embargo continuó tramitando este
proceso penal. a sabiendas de Que, de acuerdo a la regla primera del Art. 5 del Código de
Procedimiento Penal, debía conocer este caso el Juez de Durán". Otra de las anomalías
que se le imputó al Juez Rubio Game era haber receptado el testimonio indagatorio al
francés Daniel Tibi a los seis meses de haber sido detenido y sindicado, "lo cual ha
contribuido al retardo en su tramitación". 29

días. baJO PP.."o de u..... ~ multa aquivalante al valor de hasta un salarie V medio mpumc vital del trabajador en general. que el
superior raspcncer é. bajo Su r~S¡:lonsabilid.ld pecuniaria. al Juez negllgentQ".

2' '¿Quien dictarA Id Sentencia?" En el expedIente del caso da 13 CIDH.

se rv1ini!:.tro Fil;caf G.Jilvas. pIdió arnonastar 8 Juez .Antier Rubio". El Univer~o (~in fecha). En el expeeñente del caso
de le CIDH.

29 JDJd. El Ministro Presidente de la Primera S~l.a de la Corté Superior de GLJaVa,~u,1. Dr. Rafael Estévez Monc3Vo,
dcmsncl6 deo, Pras'ldenre Subrogante de la Corte Superior de JLlsticie. Dr. Crigtóba{ OrQ/lana. lA Apertur3 de exnedientos
admll"JStr.:-tilJQs contra Jos .usces Primero v Décimo Cuarto de lo Pena! del (juavac;., abogados Ángel Rubio Game V Af'gBJ¡r:,
AJb;i~ de~ Argel. p:lr3 Inves.tidar ras presuntas irregularidades cometidas en al juIcio penal por trAfico de drog;:a$ denominado
"Camar6~.~ El Juez Rubio. Presidel1té de la AsociaCión de Emple~dos Judiciales. movilizó a los judiciales que tomaron el
PalaCIO de Jusncia da Guaya~uil el 28 de ago!na de 1997 en accvo a 'os dos rT,agis,trados b.ajo investigaCión. Se rompieron
'.Jiclrio~ V paraliz aron el Pali)úJ de Jl.Jsticia dura:1te doB her as part=l respaldar 8 los Jl,leceG Rubio y AlbAn. El presroenre cesada
de la Corte Suprema de JuS'l cia, Dr. Carl~s SOlóf2.'mo, en funcll:lnB5 profrogads.c;, declaró 8 la prensa que "La Presidencia de
la Corte Superior de Justicia de Guavaquil na funciona". al ser consultado sobre los respcnsantes de los violentos incider'ltes.
ocurridos ouranre la toma del PalaCIO de Ju~ticla. El 1 de ~eptlelT'lbre de 1997. el Mi1"listro Fiscal del Guavas V Galápagos
~ntr8g6 ~I Prt?siOente de la corre Superior de Ju&tici.a de Guavaquil, Dr. Miltcn Moreno AguirrA. una excitativa en la que acusa

,., -i!!
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El Juez Rubio Game fue recusado por mora y subrogado por la Jueza Décimo Cuarta
de lo Penal del Guayas, Ab. Angelita Albán de Angel. El Embajador de Francia en Ecuador,
laurent Rapin. el 22 de julio de 1997, expresó a la prensa ·a título personal-, que creía que
los jueces que tramitaban el caso de Daniel Tibi, en ese entonces preso desde casi hace
dos años sin sentencia. esperaban coimas para agilitar el caso. M La Jueza Albán anunció
que las palabras del Embajador Rapin eran falsas e injustas y que pediría una millonaria de
indemnización. Aslmisr-o, inform6 que iba a iniciar una querella civil por daños a la moral
contra el Embajador. la Jueza Albán entabló una demanda de daño moral el 12 de agosto
de 1997 en la Corte Suprema de Justicia en contra del Embajador de Francia, Laurent
Rapin, por las declaraciones relacionadas al juicio en el caso Tibi, solicitando una
indemnización por 20 rril millones de sucres. La Jueza Albán, en un escrito (providencial
dictado el 18 de julio de 1997. se inhibió de conocer el caso "Camarón" por falta de
competencia y remitió todo lo actuado al Juzgado del Cantón Eloy Alfara, Durán. la Jueza
Albán señaló que del estudio del proceso. principalmente del informe de INTERPOL, se
establecró que los hect-os sucedieron en Durán en cuyo lugar se encontró 45 cajas de
langostinos y en cada uno de los crustáceos estaba una cápsula de clorhidrato de cocaína.
siendo el total de 1.502 cápsulas.

A raíz de las acosaclones del diplomático francés, el 25 de agosto de 1997. el
Presidente de la Primera Sala de la Corte Superior de Guayaquil, Dr. Rafael Estévez
Moncayo. solicitó la inmediata apertura de expedientes administrativos contra los jueces
Rubio y AIMn. para aclarar la actuación de ambos en el caso "Camarón". El 3 de
septiembre de 1997, el magistrado Estévez acusó al Juez Rubio de unas amenazas
telefónicas que recibía continuamente en su oficina, mediante las cuales le decían:
"Aparecerás en la Perimetral con hormigas en la boca; te vamos a matar como al ex­
Presidente de la Corte de Quito, Iván Martínez; y, cuídate porque vamos a darte una paliza
ante las cámaras de televisión " .

....'o.'

El 6 de agosto de 1997, a casi dos años de detención arbitraria, el peticionario
anunció que iniciaría una huelga de hambre. a fines de agosto, en la penitenciaría del Litoral
en Guayaquil si la justicia ecuatoriana no resolviera su situación. El 7 de agosto de 1997,
el Gobierno de Francia pdió a las autoridades ecuatorianas la liberación del francés Daniel
Tibi, detenido en Ecuador desde septiembre de 1995 por tráfico de drogas, pese a no
haber sido inculpado y no haber pruebas en su contra.

El señor Reinaldo Cevallos, Juez Segundo de lo Penal del Guayas, con asiento en
Ourán. se convirtió en el tercer Juez en sustanciar el caso Camarón. El 14 de agosto de
1997, el Presidente de la Corte Suprema, Carlos Sol6rzano, pidió al titular de la Corte
Superior de Guayaquil, Milton Moreno, un informe inmediato sobre la situación en que

al Juez RubiO y un gr.JPO de judlci.tles por haber cerrado. en forma iltqaJ. arbitr<::Jria V violenta. IRS puertas de un bien pl~bl;.:o

tet ?alaciCl do justicia).

JO, 'EmboJador denuncia ,nom.llas judiciales". Hoy. 22 de juliO de 1997. En el e.pediente del C.$O de la CIDH. El
Embajador dqo "DI=!~pllés da dos (dios ya he Ilegc:r.do a una cClnclu~16n m..J'/ inr.rna: los dos jueces que han Sido en¡:argado.5,
sucesivamente del caso. están '" estcviercn esperanOo dinero; entonces creo que e¡;umos frent0 a un case do ccrrvcc.én".

P .,.~......:.96%
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estaba el caso Tibi. Con fecha 17 de marzo de 1997, Tibi recibió un dictamen del Agente
Fiscal Carlos Julio Guevera, que lo había absuelto de responsabilidad. El 3 de septiembre
de 1997, el peticionario fue sobreseído por el Juez Cevallos en el caso "Camarón" por
cuanto se pudo cornprobar que no tenía relación con los sindicados del proceso ni con el
cuerpo del delito. El Juez Cevallos explicó que sobreseyó a Tibi porque no se le comprobó
el delito de tráfico de drogas ni tenencia ilegal de armas (él presentó su permiso otorgado
por las Fuerzas Armadasl.

El peticionario también alega que luego del pronunciamiento del juez, en el cual se
dictó su sobreseimienw provisional el 5 de septiembre de 1887, no fue puesto en libertad
inmediatamente come, lo establece la ley ecuatoriana (Art, 246 del Código de
Procedimiento Penal). Su liberación se materializó el 21 de enero de 1988, a casi cinco
meses de su sobreseimiento.

,-

El peticionario sostuvo sistemáticamente ser inocente de los cargos formulados
contra él y manifestó que el único punto del expediente que gravitaba contra él era una
declaración formulada bajo tortura, de otro acusado, el señor Eduardo Edison García, en el
caso "Camarón". El Articulo 1 08 del Código de Procedimiento Penal prohibe expresamente
la utilización del testimonio de un coacusado contra otro: "En ningún caso el Juez admitirá
como testigos a los ce acusados" . En diciembre de 1995 Eduardo Edison Garcia reconoció
que Tibi era inocente v se retractó de su declaración anterior ante la Policía. Esta nueva
declaración no fue agr egada al archivo judicial del caso. En marzo de 1996, por segunda
vez, Eduardo Edison Garcra formuló una declaración sosteniendo la inocencia de Tibi, y
esta vez la dectaraclór- fue agregada al expediente judicial.

El peticionario también alega que se halló una semana sin poder ver a un abogado.
Cuando finalmente su esposa logró que un abogado lo visitara en prisión, la suma de dinero
que éste le demandó -'ue exorbitante y el peticionario no pudo cubrir 105 gastos. Na contó
con la asistencia de un abogado sino hasta después de un mes en detención.

,...", Consideraciones de derecho

El artículo 8 de la Convención Americana consagra el derecho a las garantfas
Judiciales. Los incisos ( l). (2llb)ld)(e)(g) y (3) de esta disposición establecen:

(1) Toda persona tiene derecho a ser arda, con las debidas garantlas. y dentro do un
plazo rezcnabte, IJar un juez o tribunal competente. independiente e irncarciar, establecido con
anterioridad a la ley. en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o
para la determinación de los derechos y obligaciones de oroen civil. laboral, fiscal o de
cualquier Otro carácter.

,'"",.0. 121 Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia
mientras no se establezca legalmente su cu/p;,bi/idad. Durante el proceso. toda persona tiene
derecho, en plena igualdad, a las Siguientes garentras rnmimas:
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b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;
d. derecho del .nculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un
defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor:
e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el
Estado. remunerado o no según la legislación interna. si el inculpada no se defendiere
PO' si mismc· ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;
g. derllcho a no ser obligado a declarar contra sr mismo ni a declararse culpable.

131 La ,;onfesi6n del inculpado solamente es v~lida si es hecha sin coacción de
ninguna naturaleza.

- 3. Análisis

" ..,,~

.-

-

Según ha quedado establecido, el peticionario no recibió una comunicación previa y
detallada de los cargos en su contra en violación al artrcuto 8(2Hbl de la Convención. De
acuerdo al artículo 2414) de la Constitución ecuatoriana, "toda persona, al ser detenida,
tendrá derecho a conocer en forma clara las razones de su detención, la identidad de la
autoridad que la ordené, la de los agentes que la llevan a cabo y la de los responsables del
respectivo interroqetorio. También será informada de su derecho a permanecer en silencio,
a solicitar la presencia de un abogado y a comunicarse con un familiar o con cualquier
persona que indique. Será sancionado quien haya detenido a una persona. con o sin orden
escrita del juez. y no justifique haberla entregado inmediatamente a la autoridad
compete nte",

El señor Tibi tu JO noticias de los cargos de manera oficiosa en dos oportunidades.
La prirnera fue al día siguiente de la detención arbitraria, cuando se le presentaron una serie
de fotografras, de entre las cuales el señor Tibi reconoce la del señor Edison García, y se le
informó que se le acusaba de tráfico de drogas en virtud de la declaración de tal persona.
La segunda oportunidad sucedió estando ya el señor Tibi en la penitenciaria de Guayaquil,
en la que un abogado de otro de los presos inculpados, le da a conocer un informe policial
en el cual se le imputa la venta ilega! de 50 grs. de cocaína al señor Edison García .

Por tanto. la Comisión sostiene que el Estado es responsable de la violación del
derecho del señor Tibi consagrado en el Artículo 8(2)(b) de la Convención a ser notificado
previamente en detalle de los cargos que se le imputan, lerdo conjuntamente con las
obligaciones que impone al Estado el Artfculo 1 (1) del mismo instrumento.

El objetivo de las torturas infringidas contra el peticionario según se desprende de su
alegato. era obligar al peticionario a declararse culpable de los cargos de tráfico de drogas
como ha quedado establecido anteriormente, en abierta violación al artículo 8(2)(gl de la
Convención. El Estado en su respuesta pide a la Comisión que descalifique los dictámenes
de los médicos por el hecho de que estos eran de nacionalidad francesa. Según el Estado,
no hay pruebas concluyentes al respecto, lo único que existe son los informes de médicos
franceses. la Comisión ya ha rechazado el argumento de que los médicos franceses
estuvieran sesgados V de que los informes que confirman que el señor Tibi fue torturado
deben ser rechazados simplemente porque son de la misma nacionalidad que el señor Tibi
(supra I ,

:~- TI l' - ~OO~__, .J __ '- ._' 1 ~ · .cs:r • ~a
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.,.",..
Por tamo, la Comisión sostiene que la Honorable Corte debe determinar que el Ecuador

es responsable de la violación del derecho del señor Tibi consagrado en el Artlculo 8(2)(91 y
8{3! de la Convención ;¡ no ser obligado a que sea testigo contra sr mismo vano ser
coaccionado para que confiese su culpabilidad, leido conjuntamente con las obligaciones que
impone al Estado el Artículo 1(11 de la Convención.

-

Al abordar la cuestión de un "período razonable" conforme al Artículo 8( 11 de la
Convención, esta Honorable Corte ha observado que el propósito del requisito de plazo
razonable es evitar que los acusadas permanezcan en esa situación por periodos
proiongados y asegurar que se plantean sin demora los carqos." La Corte también ha
considerado que el punto a partir del cual debe calcularse el plazo razonable es el primer
acto del proceso penal. como el arresto del acusado. y que el proceso termina cuando se
pronuncia una sentencia definitiva con la que cesa la jurisdicción. Según la Corte, el
cálculo de un perfodo razonable, particularmente en materias penales. debe incluir todas las
actuaciones judiciales, incluidas las apelaciones que puedan presentarse.V

~ ....
El Ecuador en el caso presente sostuvo que la demora que podría constituir violación

del Articulo 7(5) podría estar justificada conforme al Artículo 8(1) de la Convención
Americana. El Estado señala que, en los términos del Artículo 7(5) y del Artículo 8(1 l. el
"plazo razonable" empieza a contarse "desde el momento en que la persona es acusada"
que, en el caso presente. fue el 28 de septiembre de 1995, día en que el peticionario es
arrestado. [En realidad, el señor Tibi fue arrestado el día antes], El Estado, entonces,
razona:

La pregunta Que debe hacerse ahora es cuando termina el plazo razonable del Artrcu!o 715) y
del articulo 8i2i' La respuesta parece obvio. cuando termina la pr;sión preventiva, en el
primer caso, y la total,dad del proceso en al segundo.

-

.....

En el presente caso, el Estado argumenta que el período de detención preventiva
llevó hasta el 21 de enero de 1998, fecha en que se dicta el sobreseimiento provisional, y
con lo cual termina el proceso para el peticionario. El Estado argumenta que este perfodo
de dos años y tres meses de detención preventiva es "razonable" en los términos del
Artículo Sil) porque está justificado por los criterios establecidos por la Cornisrón: 1)
Presunción de que el acusado ha cometido un delito, según el Estado: "Todos y cada uno
oe los detenidos y luego sentenciados eran sospechosos de delitos tipificados con
anterioridad a su detención, incluso existían pruebas contundentes de su responsabilidad. ":
2) Peligro de fuga. el Estado argumenta que como el delito de narcotráfico es uno de los
más graves y más penalizados en la ley ecuatoriana, es razonable suponer que la persona,
de no estar detenida, trataría de huir: 3) Riesgo de comisi6n de nuevos delitos; el Estado
argumenta que "de comprobarse los hechos, es evidente el riesgo que existe de que estos
ciudadanos continúen cometiendo sus ilícitos" dada la elevada tasa de reiteración entre los

J< Corte I:>H. Caso Su61'ez Rosera, soor« ncre 1. p3rr. 70.

JJ tbid. párr. 7t. \Jé.1se. tambIén., COl'te IOH. Case H/f:Jfre. Cotvstenttne y 8en/Dmin, Ser"lttncia de! 21 de junio de

2002, Ser. e No 94, párr , 142.

-
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narcotraficantes; 4) Necesidad de investigar y posibilidad de colusión; el Estado
argumenta que la complejdad del caso puede justificar la detención preventiva.

Al determinar la razonabilidad del plazo en que deben instruirse los procedimientos,
la Corte Interamericana ha seguido el análisis de la Corte Europea de Derechos Humanos
sobre esta cuestión, la cual ha señalado los tres elementos que deben tenerse en cuenta
para determinar la razonabilidad del período que insumen las actuaciones: al la complejidad
del caso, bl la actividad procesal de la parte interesada, y e] la conducta de las autoridades
Judiciales. J3

En base a esta jurisprudencia, la demora que debe tenerse en cuenta para
determinar si se otorgó al señor Tibi el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable
es todo el período comprendido entre el arresto, el 27 de septiembre de 1995, Y el 21 de
enero de 1998, fecha de su sobreseimiento. En el caso Suerez Rasero, supra, esta
Honorable Corte concluyó que un período de demora de 4 años y 2 meses entre el arresto
de la vfctima y el pronunciamiento de la sentencia en la apelación final supera con creces el
plazo razonable orevísto en la Convención, por lo cual, se entendió constituía una violación
de los Artículos 7( 5) Y Br 11 de la Convención. En este contexto, debe recordarse que en
Suárez Rasero, el tribunal interno tenIa pruebas suficientes para condenar al señor Suárez
de un delito, pero no existían pruebas contra el señor Tibi. excepto una declaración de un
coacusado, que se retractó a los tres meses del arresto del señor Tibi. 3 4

Teniendo en cuenta que no había prueba concreta alguna que vinculase al señor Tibi
al delito. a juicio de la Comisión, una demora de dos años en llevar al acusado a juicio
constituye una demora irrazonable irrazonable, especialmente habida cuenta la retractación
del declarante que lo incriminé. La perpetuación de la detención del acusado en ausencia
de una prueba concreta en efecto invalidó el proceso, transformándolo en una búsqueda
ilegal de pruebas que pudieran incriminarlo, en lugar de liberarlo por falta de pruebas. El
Estado no ha brindado explicación alguna de la prolongada detención, ni los hechos revelan
alguna pista que justificara la presunción de las autoridades de que el acusado era culpable,
V no inocente, cuando la legislación ecuatoriana y la Convención Americana exigen la
presunción de inocencia.

Por tanto. la Cormsión sostiene ante la Honorable Corte que el Estado es responsable
de \a violación del derecho del señor Tibi consagrado en el Artículo S( 11 de la Convención a
ser juzgado dentro de un plazo razonable, leído en conjunto con las obligaciones Que impone
al Estado el Artículo 1(1) del mismo instrumento.

El señor Tibi, que pasó más de dos años en prisión, fue privado de su presunción de
Inocencia, que es un derecho de todas las personas acusadas de un delito, en violación al

••
" Corte IDH Caso SfJsr"z Rosero svprJ nota 1. pérr . 72. citando Corte EDH, Sentencia Motta de 19 de fobrero da

1991. pé'" 30 " Caso R",j·Msrens c. E.palis, SentencIa de 23 de Junio da 1993. párc. 30 .

'·,oid. párr. 71.
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articulo 8(2) de la Convención. El Estado respondió que "en todo momento se respetó este
y todos los demás derechos" sin entrar en mas detalle. No se respetó la presunción de su
inocencia porque se violé su derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable. El Estado
no puede sostener que el señor Tibi, que permaneció detenido por un período de dos años
y cinco meses, haya sido presumido inocente. El Estado, para justificar las razones de la
detención preventiva por un período de dos años, señala en su respuesta del 29 de agosto
de 2001 que existía una presunción de que el acusado había cometido un delito. El Estado
señala que todos los detenidos "eran sospechosos de delitos tipificados con anterioridad a
su detención, incluso ex stran pruebas contundentes de su responsabilidad", En este caso,
parecería que el Estado procuró mantener al señor Tibi detenido para hallar pruebas de que
era responsable de un delito, por tanto, difícilmente podria existir simultáneamente una
presunción de su inocencia. En consecuencia, la Comisión concluye que el Estado no
garantizó el derecho del señor Tibi a la presunción de su inocencia de los cargos.

'-'

Por tanto, la Comisión sostiene ante fa Honorable Corte que el Estado es responsable
de la violación del derecho del señor Tibi consagrado en el Artículo 8(2) de la Convención a la
presunción de su inocencia hasta la prueba de su culpabilidad de acuerdo con la ley. leido en
conjunto con fas obligaciones que impone al Estado el Articulo 1(1) del mismo instrumento.

El señor Tibi no tuvo acceso a un abogado desde su detención, en violación del
Articulo 8(2)(d) y (el. El Estado contradice este hecho y dice que el peticionario tuvo
acceso a un abogado "a partir del momento en Que fue detenido" y que su nombre era
Colón Delgado. El señor Tibi declara que en el primer mes de su detención no tuvo acceso
a un abogado. pero sí él partir de entonces, y que su primer abogado no fue el señor Colón
Delgado, sino el Dr. Neiscn Martinez, con quien se reunió en noviembre de 1995. El señor
Tibi formuló una declaración el 28 de septiembre de 1995, no ante un juez, sino ante el
Fiscal Oswaldo Valle Cevallos. sin la presencia de un abogado defensor. La Constitución
del Ecuador exige que ninguna persona sea interrogada, ni siquiera con fines de
investigaci6n, por la policía o algun otro agente, sin la asistencia de un abogado defensor,
elegido por la persone: o designado por el Estado, en caso de no estar la persona en
condiciones de elegir su propio abogado. No hay firma de nadie idemificado como el
abogado del señor Tibi en la declaración que formulara este el 28 de septiembre de 1995,
como 10 requiere la legislación ecuatoriana. En consecuencia, la Comisión concluye que el
Ecuador violó el Artícuo 8(2Ild) y (el por cuanto el señor Tibi no fue asistido por un asesor
letrado cuando tuvo que efectuar una declaración ante el Fiscal.

-
Por tanto. la Ccmisión sostiene ante la Honorable Corte que el Estado es responsable

de la violación del derecho del señor Tibi consagrado en el Articulo 8(2){dl y (e) de la
Convención Americana a ser asistido por un abogado de su elección o un abogado designado
por el Estada, si no está en condiciones de contratar su propio profesional, dentro del plazo
fijado por ley, leído conjuntamente con las obligaciones que impone al Estado el Artículo 1(11

del mismo instrumento.

Los problemas del sistema judicial en Ecuador, ejemplificados par los hechos del
caso, son similares a los que enfrentó el sistema judicial en Nicaragua en el caso de Genie
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Lacayo. En éste la Corte Interamericana llegó a la conclusión de que se había producido la
violación del Artfculo 8 '11 sobre {as siguientes bases:

En el expediente exsten abundantes constancias que demuestran que ciertas autoridades l .
.1 ccstacuuzsrcn o I,)ien no colaboraron de manera adecuada con las investigaciones ( ...) V
con el juez de prirrera instancia. La situación llegó al extremo de que ese juez tuvo que
dirigirse a la señora Presidenta de la República 1. ..1 para que intercediera ante las autoridades
militares a fin de que se le dieran las facilidades necesarias (... l. De acuerdo con lo anterior
el juzgador Que tuvo a Su cargo la instrucción del proceso hasta el momento en que se declaró
incompetente. afrontó problemas generados por las autoridades para reunir los elementos de
convicción que consideré nacesarics para el debido conocimiento de la causa, lo que

consriruve una violación del ertrculo Sil 1de la Convención. 3 S

En el caso de autos, las autoridades que provocaron o coadyuvaron a las
irregularidades en los procedimientos penales y al deterioro del debido proceso establecido
en la Convención, fueron varios de los jueces mismos.

En base a estas circunstancias V a la luz de los principios jurídicos analizados, la
Comisión sostiene ante la Honorable Corte que el no informar al señor Tibi de las razones
de su detención y de los cargos Que se le imputaban constituye una violación del Artículo
7(4) (supra) y del Artículo 8(2)(bl de la Convención Americana. La Comisión también
afirma ante la Honorable Corte que el Estado es responsable de la violación de los derechos
del señor Tibi dispuestos en el Artículo 8(2)(g) y 8(3) en razón de la coacción contra él para
extraerle una confesión d.! culpabilidad, Además, el no llevar al señor Tibi ante un juez dentro
de un plazo razonable para que ejerciera su derecho a ser oído, con todas las garantras del
debido proceso, ccnstituve una violación del Artículo 8( 11 de la Convención. A su vez, la
detención prolongada del señor Tibi sin Que mediara prueba concreta alguna, lleva a la
conclusión de que el Estado ejerció la presunción a favor de la culpabilidad del señor Tibi. y
no de su inocencia, Que es la norma pertinente dispuesta por el Artículo 8(21 de la
Convención Americana. La Comisión sostiene también que se negó al señor Tibi el acceso
a un abogado durante un mes después de su detención, en violación del Artrculo 8(2)(dl y
(e) de la Convención, y que el Estado no designó un abogado desde el principio, cuando no
pedía él contratar un abogado particular. Por tanto, la Comisión solicita que la Honorable
Corte dictamine Que la::¡epública del Ecuador es responsable internacionalmente de la
VIolación de los derechos del señor Tibi garantizados por el Artfculo 8(2)(b), 8(2){g) y 8(3),
8(1), 8(2) Y 8(2){d) y (el. leído en conjunto con las obligaciones que impone al Estado el
Artículo 1(1) de la Convención Americana .

----------
as Corte IDH. Caso Ge,,¡e Lacayo. SentoncI8 del 29 de enerO de 19<17. Ser;e C No, 30. parr6 74-75.
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D. El Estado es responsable de la violación del derecho del señor Tibi a sus bienes
personales. de acuerdo con el Artrculo 21 de la Convención. por no reintegrarle
las posesiones que le incautó en el momento del arresto

1. Consideraciones de hecho

El señor Tibi alega que al momento de su detención, Su autom6vil junto con todos
los valores y pertenenc as de su propiedad estimados por él a una valor de FRF 1,000.000.
que llevaba en ese momento, fueron incautados por la pelleta y aun no le han sido
devueltos. El señor Tibi presentó una lista de 84 artículos que le fueron quitados. la cual
fue firmada por el señor Edison Tobar, oficial de la pollcla. y el señor Tibi, el 27 de
septiembre de 1995, y se encuentra en el expediente del caso ante la Comisión.

-
El Estado mantiene que 121 incautación de los bienes fue conducida de conformidad

con la ley. Sin embargo, el Estado no indica qué procedimientos debe seguir el peticionario
para la restitución de los mismos. Por el contrario. el Estado alega que el peticionario
nunca reclamó la devolución de sus bienes luego de su liberación, cuando de hecho el 23
de septiembre de 1998 en la sentencia del Juzgado de lo Penal de Guayaquil la Corte
estableció que: " ... habiéndose confirmado [el) sobreseimiento de[l) sindicado ... Daniel David
Tibi, se dispone la devolución de sus bienes. que se hacen constar en el Informe de
Investigación de Antinarc6ticos del Guayas. previa confirmación de la Sexta Sala de la
Corte Superior de JLsticia de Guayaquil, a la que se elevará en consulta esta

I 'ó " J.reso UCI n... .

-

El señor Tibi sostiene que nunca recuper6 sus bienes pese al hecho de que contrató
un abogado en Ecuador para interponer la acción pertinente. Afirma que ha visto a un juez
en una foto con un anillo que le pertenecía. dado que se dedicaba a la venta de piedras
preciosas en Ecuador. Los cargos que se le imputaban fueron todos desestimados, por lo
cual se le deben devolver sus bienes o debe dársele una indemnización equivalente, Sus
tarjetas de crédito de bancos ecuatorianos y franceses fueron usadas mientras estuvo
detenido V cuando regresó a Francia descubrió que su cuenta de banco había sido vaciada.
incluido un sobregiro de US$6.000.

1. Consideraciones de derecho

-
El artículo 21 dl~ la Convención Americana consagra el derecho a la propiedad

privada. Los incisos (1) V (2) de esta disposici6n establecen:

' ....

111 Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso

y goce al interés social.
(2) Ninguna persona puede ser privada de sus bienes. excepto mediante el pago de

indemnización justa. por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y
según las formas establecidas por la ley.

J, DeCisión de la Corle Superior de -'usllcia de Guayaquil, 23 de ~eptlembre de '998 .
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P.3':
,• 'l.. al.I le ,.,'1" • . .. =rrc--------------_.-,._--------------_._---------------



,( ...

35
0000097

."'" 3. Análisis

.......

Según ha quedado establecido las pertenencias del peticionario fueron incautadas al
momento de su arresto. Luego de su sobreseimiento la Corte dispuso la devolución de las
mismas, y ello aún no ha ocurrido. El Estado no contesta estos hechos; simplemente
señaló que el señor Tibi no había presentado la reclamación adecuada para la restitución de
sus pertenencias. Pero el Estado no especifica cual es el procedimiento adecuado.

El Articulo 21 (2) de la Convención Americana refiere al derecho interno para
determinar cuándo se justifica la incautación de bienes, sujeto al pago de una indemnización.
El Artfcu!o 110 la Ley sobre Sustancias Estupefacientes y Sicotrópicas dispone que: "Si
fuere absuelto el sindicado propietario de los bienes incautados, éstos le serán restituidos
por el CONSEP cuando lo disponga el juez, una vez canceladas las medidas cautelares. Las
instituciones a las que hubiere entregado bienes los devolverán en el estado en que se
encontraban en el momento de la recepción. salvo el normal deterioro por el uso legítimo.
Si hubiere daños, deberán repararlos o cubrir la indemnización que fije el juez, salvo caso
fortuito o fuerza mayor, (... 1 Procederá la acción de Indemnización por daños y perjuicios
a que hubiere lugar" .

El señor Tibi no fue sobresefdo. pero se desestimaron los cargos que se le imputaban.
Este artlculo se aplica a él. dado que existe una orden judicial que desestima los cargos. No
hay que seguir procedimiento alguno para la restitución de sus bienes, dado que es obligación
del CONSEP o de la institución que esté en posesión de sus bienes devolverlos tras su
liberación de la detención. Corresponde señalar que la legislación interna indica que se
impone una acción judicial para obtener indemnización.

Por tanto, la Comisión sostiene ante la Honorable Corte que debe hallarse responsable
al Estado, en virtud del derecho internacional, de la violación de los derechos del señor Tibi
consagrados en el Artículo 21 de la Convención, lerdo en conjunto con las obligaciones que
impone al Estado el Artículo 1(1), por retener ilegalmente los bienes del señor Tibi.

.-
E.

1.

El Estado es responsable de la violación del derecho de Daniel David Tibi a la
protección judicial consagrado en el Artículo 25 de la Convención, y de las
obligaciones que le impone el ArtIculo 2, en relación con los Artículos 7(6) y 8
de la Convención, por no adoptar en su legislación nacional (Artículo 111) V 121
de la Convención) las medidas necesarias para evitar las reiteraciones de tales
violaciones

Consideraciones de hecho

'."""

EllO de julio de 1996 el peticionario presentó un recurso de amparo, conocido
también como hábeas corpus judicial. El artículo 458 del Código de Procedimiento Penal
contiene disposiciones pertinentes a este recurso, que puede ser esgrimido por personas

/5- JUi.... -200.3 1'7: 43 P.40
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que consideran que su detención no cumple con los requisitos del Código. El ertlculo
dispone que el Presidente de la Corte Suprema deberá tener conocimiento de los recursos
presentados ante esta instancia, Las peticiones deben presentarse por escrito. El juez
debe ordenar de inmediato la presencia del detenido en audiencia, cuyas actas deben ser
firmadas por el juez, el secretario y el recurrente. El juez debe tener todos los datos
necesarios de esta auciencia y establecer una determinación en un plazo de 48 horas. La
resoluci6n se adjunta -3 las actas de audiencia. En caso de encarcelamiento ilegal, debe
ordenarse de inmediato la liberación.

En el caso actu 31, el peticionario presentó su recurso de amparo de libertad lhábeas
corpus judicial! el día 1 de julio de 1996 y recibió una negativa al recurso con fecha 23 de
julio de 1996, a 22 días de su presentación. El rechazo indicaba que el juez habla hallado
indicios que hacían presumir la existencia de una infracción como también la
responsabilidad del peticionario, suficientes requisitos para mantenerlo detenido. Esos
indicios incluían la incriminación del peticionario por parte de otro detenido en la causa,
Eduardo Edison Garcle , Sin embargo, el articulo 108 del Código de Procedimiento Penal
establece que "(eln ningún caso el Juez admitirá como testigos a los coacusados".
Además, el procedimiento para el recurso de hábeas corpus exige la revisión total dentro
del plazo que requiera la comparecencia inmediata del recurrente y la celebración de la
audiencia, más 48 hcras en las que el juez formula la determinación. En este caso el
rechazo de la petici6r se efectuó a 22 días de su presentación, y sin consideración del
artículo 108.

El día 2 de octubre de 1997 el peticionario presentó un segundo recurso de amparo.
alegando que fue sobrasefdo en septiembre de 1997, por lo que debió ser liberado
inmediatamente segúr el artlculo 246 del Código de Procedimiento Penal. 37 El Código de
Procedimiento Penal reitera la disposición consagrada en el articule 24(8) de la
Constitución Ecuatcriana: "En todo caso, y sin excepción alguna, dictado el auto de
sobreseimiento o la sentencia absolutoria. el detenido recobrará inmediatamente su
libertad, sin perjuicio de cualquier consulta o recurso pendiente". El Presidente de la Corte
Superior de Justicia de Guayaquil, Dr. Milton Moreno. negó el recurso y anotó que el Caso
Camar6n ha sido rerrutidc al Fiscal del Guayas, John Birkett, para el correspondiente
dictamen, luego de lo cual pasará a conocimiento de la Sexta Sala de la Corte Superior .

..~
2. Consideraciones de derecho

La Convención Americana, en el artlculo 25( 1J, especifica:

Toda persona tiene deracno a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo
ante los jueces o tribunalea competentes. Que la ampare contra actos que violen sus derechos
h..ndamentales rec:onocidos por la Constitución. la ley o la presente Convención, aun cuando
tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

" El artícvtc 246 (Jlspone; K Sea provisional o dcfiritivo el sobraseirnianto del proceso o del slndicadc, el Jlle?
pandrA en inmedltlta liberta.j .,' sindicado si 65tU·,,;p.re bajo prisión prs\lel""ltrvB. SIn perJUicio de qli8 se vuelva a ordenarla si el'

auto de sobreseimranto fUEre -evocacc, o si SIp.ndCl provísrcnal. resultaren nueves cargos contra el sindieaee" .
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El recurso de hebees corpus se formula textualmente para asegurar la revisión Sin

demora de la legalidad de la detención. Los procedimientos en este caso fueron, no
obstante, incongruentes con la lev y con el propósito del recurso. El peticionario fue objeto
de retardo judicial en la tramitación de su petición de hábeas corpus, recurso que requiere
una inmediatez especial, y fue, por tanto privado de su derecho a la prot ecci6n judicial.
Además, como está previsto en el arttculo 25(2)(al, el derecho a la protección judicial
demanda el acceso a 'ecursos que sean eficaces. La negación al peticionario de su
solicitud de hébees corpus demostró la ineficacia del recurso y la consecuente falta de
provisión de amparo judicial.

3. Análisis

-

El artículo 25(1) incorpora el principio de la efectividad de los instrumentos o medios
procesales destinados a garantizar los derechos humanos. La Corte Interamericana ha
señalada, según la Convención:

-
[IJOS Estados Parte! se obligan a surninistrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de
violación da los derechos humanos IArt. 251, recursos que deben ser substanciados da
conformidad con las reglas cel debido proceso legal (Art. 8.11, lodo ello dentro de la
obligaCión general a cargo de los mismos Estados. do garantizar el libre y pleno ejercicio de los
derechos reconocidos por la Convención a toda persona Que se encuentre bajo su
iuristncciórv"

-

En este caso. se negó al peticionario la protección judicial de la ley, garantizada por el
artículo 25 de la Convención, por omisión de decidir los dos recursos de amparo, que el
peticionario habla presentado en el plazo estipulado en la ley y que debieron haber dado lugar
a su inmediata liberación. El hecho de que la Constituci6n de Ecuador prevea especialmente
que una persona debe ser liberada inmediatamente una vez que los cargos formulados contra
ella hayan sido desechados "sin perjuicio de cualquier consulta pendiente", y que jueces de
alto rango de este pafs pasen por alto la letra misma de la ley. lleva a la Comisión a concluir
que Ecuador ha incumplido su obligación de garantizar los derechos reconocidos en el Artículo
25.

""'.

.-

Por tanto. la Comisión sostiene ante la Honorable Corte que debe establecerse que,
conforme al derecho internacional, el Estado es responsable de la violación de los derechos
del señor Tibi dispuestos en el Articulo 25 de la Convenci6n, leídos en conjunto con las
obligaciones que impone al Estado el Artlculo , (1\ del mismo instrumento, por no otorgarle
un recurso sencillo y rápido. u otra reparación efectiva. ante una corte o tribunal
competente, para la protección contra actos violatorios de los derechos fundamentales
reconaciaos por la constitución y las leyes del Estado afectado y por la Convención
Americana.

Como se menciona en la sección sobre el objetivo de la presente demanda. la
Comisión está particularmente preocupada por el carácter reiterativo de las violaciones

;),13 Corre IOH, Gorennes Jooicistes ~fl Esrados de Em{J,genc¡.'~ (Arts. 27.'2.. 25 " 8 Conveneién Americana 'obre
Derec¡'o, f1uma.,c5J. Opini6n Censulnve OC·9187 del 6 ~e octubre de , 987. Serie A N" 9. p/'''s. 23-24.
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presentadas en las peticiones referidas a casos de drogas. que refieren al mismo tipo de
irregularidades procesales establecidas por esta Honorable Corte en el caso Suárez Rasero,
El sistema interamericano de protección de \os derechos humanos no fue creado para
sustituir a los órganos nacionales en la determinación de tales cuestiones. El mero hecho
de que las violaciones sigan produciéndose sugiere que el Estado ha ignorado la
amonestación de la Honorable Corte en Suárez Rasero y no ha introducido ninguno de los
cambios necesarios para evitar la reiteración de las violaciones establecidas en ese caso,
Hace seis años, en 1997. la Honorable Corte declaró:

Ecuador está obligado, en virtud de los deberes generales de respetar los derechos y adoptar
disposiciones de derecho interne (Arts. 1\11 Y 2 de la Convención} a adoptar las medidas
necesarias para asegJrar que violaciones como las que han sido declaradas en la presente

sentencia no se erocccíran de nuevo en su jurisdicción ..39

El Estado ha ignorado esta amonestación. La Comisión tiene varias peticiones en
que se alega la violación de derechos en relación con cargos sobre drogas en Ecuador. En
las peticiones se alegan violaciones sistemáticas en que las personas son rutinariamente
arrestadas sin orden judicial, mantenidas incomunicadas y llevadas ante un Fiscal, y no a la
autoridad judicial. como lo exige la Convención Americana. Estas personas son
mantenidas en el marco de lo que se denomina eufemfsticamente "detención preventiva"
durante tres o cuatro años, hasta que se desestiman los cargos que se le imputaban, En
realidad, difícilmente esa detención pueda ser "preventiva", pues no se respetan los plazos
legales; se trata, más bien. de una forma de castigo, pero sin el beneficio de un proceso
judicial y una condena. Entretanto, muchas de las presuntas víctimas sostienen que han
sido torturadas para obligarlas a confesar los delitos de que se les acusa, y tras la tortura
no reciben tratamiento médico por las heridas padecidas. El señor Tibi fue una de las
personas comparativamente afortunadas por cuanto era un extranjero y logró concitar el
apoyo del Gobierno de Francia, a través del Embajador Rapin, y de la prensa francesa, por
Intermedio del señor Abellard. La mayoría de los detenidos en las cárceles ecuatorianas no
pueden obtener esa asistencia y, en consecuencia se sienten perdidos y desvalidos ante un
Estado que no les concede ningún tipo de procedimiento sencillo y rápido para impugnar la
legalidad de su detención,

-
En virtud del Artículo 2, la República del Ecuador está sujeta a la obligación positiva

de adoptar. conforme 2i sus procesos constitucionales y a las disposiciones de la
Convención, las medidas legislativas y de otra Indole necesarias para dar efecto a los
derechos consagrados en la Convención Americana. En el caso Suérez' ñosero, la
Honorable Corte dictaminó que el Ecuador había violado los Artfculos 7 y 8 de la

Convención Americana, '/ le ordenó adoptar las medidas necesarias para asegurar que
violaciones tales como las establecidas en el presente caso no volvieran a repetirse en su
jurisdicción. Sin embargo, de lo que trata el caso Tibi, es precisamente de una reiteración
de esas mismas violaciones y, pese a que los hechos registrados en Tibi son prácticamente
contemporáneos de los de Suérez Rasero len Suárez Rosero. el arresto ocurrió el 23 de

" Véase supra note 2.

•

•
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Junio de 1992. y fue lil)erado el 29 de abril de 1996, en tanto el arresto de Tibi se produjo

el 25 de septiembre de 1995 y fue liberado el 2 de enero de 1998), hay decenas de casos
similares que están pendientes ante la Comisión.

En el Ecuador. el recurso correspondiente es el amparo de libertad establecido en el
Código del Proceso Penal. El Código vigente, en su Articulo 422, dispone:

Toda persona prNada de su libertad o que crea amenazada su libertad por un abllso oe pooer
o violación de la ley por parte de un juez o autoridad pública puede interponer. por sí misma o
por terceros. una a:ción de amparo de libertad ante cualquier juez o tribunal penal del lugar

donde se encuentre el recurrenre.

El recurso de "empero," conforme lo ha establecido la Honorable Corte, puede

considerarse el género, en tanto el "hábeas corpus" sería. la especie, una de sus

manifestaciones:

Si se examinan ccn.untarnente los dos prccadirruentos. puede afirmarse que el amparo es el
género y el habeas corpus uno de sus aspectos específicos. En efecto. de acuerdo con los
principios báSICOS de ambas garantías recogidos por la Convención asr como con los diversos
matices establecidos en los ordenamientos de los Estados Partes, se observa que en algunos
supuestos si habeas corpus se regula de manera autónoma con la finalidad de proteger
esencialmenTe la lioerteo personel de los detenidos o de aquéllos oue se encuentran
amenazados de ser privados de su libertad, pero en arras ocasiones el habeas corpus es
denominado "amparo de la libartad" o forma parte integrante del amparo. "40

De acuerdo con la legislación ecuatoriana, cuando una persona es privada de su

libertad, el juez o tribur al deben ordenar de inmediato que el detenido sea llevado ante el

tribunal para convocar cine audiencia, que debe instrumentarse dentro de las doce horas

siquientes al arresto. Esta audiencia debe ser convocada en el lugar donde la persona se

encuentra detenida. La autoridad denunciada debe entonces informar al tribunal de las

razones del arresto.

El Estado está obligado por los Artículos 25 y 8(1) de la Convención a asegurar el

derecho de toda persona al acceso a un tribunal cuando sus derechos hayan sido violados,

ya se trate de un derecho protegido por la Convención, la Constitución y las leyes internas

del Estado afectado. V a obtener una investigación judicial a cargo de un tribunal

competente. imparcial e independiente que establezca si ha habido violación o no, y fijar, si

corresponde, una indemnización adecuada.

La Honorable Corte ha declarado que no es suficiente con crear simplemente el

recurso, sino que el Estado tiene la obligación de asegurar su efectividad:

Según este prir-c.pio, la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos
reconcc.dos por la Convenci6n constituye una transgresión de la misma por el Estado Parte en el

ao Corte IDH. El Habea, Corpus oeio SUSPCnsIÓ" d. Gsrsnttes ,Arts. 272. 25.1 V 7.6 de la Convención Amar;cana
sobre Derechos Hcrnar-cs) Opinión Consultiva OC·8i87 de ~O d. enero de 1987. Seria A N" B. pérr. 34.
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cual semejante situacion tenga lugar. En ese sentido debe subrayarse que, para Que tal recurso
exista. no basta cc-i que esté previsto por la Constitución O la ley o con que sea formalmente
admisible. sino Que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en
una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No pueden
considerarse efecti.os aquellos recursos Que. por les condiciones generales del pals o incluso
por las circunstancias particulares de un caso dado. resulten iluserios. Ello puede ocurrir. por
ejemplo. CUBl'Ido su inutilidad haya Quedado demostrada por la prfictica. porque el Poder Judicial
carezca de la mdependencia necesaria para decidir con imparcialidad o porque falten los medios
para ejecutar sus decisiones: por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación
de justicia, como sucede cuando se incurre en retardo Injustificado en la decisión; o. por

cualquier causa. no se permita al presunto lesionado el acceso al recurso judicial."

En el caso Suérez Rasero. la Honorable Corte examinó la "efectividad" del recurso
de nebees corpus en ese caso. La Comisión ha sostenido que los catorce meses y medio
transcurridos entre la p-esentaclén del recurso y el dictamen pertinente eran obviamente
incompatibles con el plazo razonable establecido en la propia legislación ecuatoriana. La
Comisión sostuvo también que el Estado, por tanto, no había cumplido la obligación de
conceder un recurso judicial efectivo. La Comisión observó que se había negado el recurso
por razones puramente procesales y que esos requisitos formales no están establecidos en
la legislaci6n ecuatoriana.

Esta Honorable Corte. en su dictamen en el caso Suárez Rosero, compartió la
opini6n de la Comisión ce que el derecho consagrado en el Artículo 7(61, que establece el
hábeas corpus, no es eercido por la mera existencia formal del recurso que rige:'2 La
Corte declaró que los recursos deben ser eficaces, pues su propósito, según el mismo
artículo 716). es obtener una decisión pronta "sobre la legalidad [del] arresto o [la]
detención" y, en caso da que éstos fuesen ilegales, la obtención, también sin demora, de
una orden de libertad. 43 La Corte concluyó que "al no haber tenido el señor Suérez Rosero
el acceso a un recurso judicial sencillo, rápido y efectivo, la Corte concluye que el Estadc
violó las disposiciones de los artículos 716} y 25 de la Convención Americana".44

Una vez más, esta Honorable Corte se ve enfrentada a la ineficacia del recurso
Judicial de habeas corpus en Ecuador, en otro caso de drogas.

En el caso presente, la presunta víctima fue arrestada en septiembre de 1995. sobre
la base de una declaración de un coacusado, lo cual está expresamente prohibido por el
Artículo 108 del Código del Procedimiento Penal del Ecuador. En diciembre de 1995, el
ca acusado se retractó de la declaración vertida tres meses antes. En lugar de liberarlo por
falta de pruebas, la retractación no fue incluida en el expediente sino hasta cuatro meses
después, en marzo de 1996. También en marzo de 1996, la presunta vfctima afirma que

"" Corte IDH G~'Jnrf8S ..,ud/clalss en ESTados de Emergencia jAns. 27.2. 25 'v a Convénción Amaricana sobre
Derecho' Humanos}. Oo,n;ón COnSul¡",a OC·9/B7 del 6 de octubre da 19B7 Serie A N' 9. oárt. 24.

IIZ Corte 101-/, Caso Svár8Z sosero, supr~ nota l. párr. 63.

4~ Ib¡d.
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las autoridades empezaron a coaccionarlo para que confesara el delito, usando técnicas
que la Comisión afirma equivalen a tortura y otros malos tratos. S610 cabe conjeturar Que
las autoridades, habiendo perdido el fundamento para mantener detenido al señor Tibi,
procuraban desesperadamente una confesión forzada para justificar el arresto y la
perpetuación de la detención. Pero la presunta víctima se negó a confesar delito alguno y
sostuvo su inocencia. Ello de julio de 1996, presentó un recurso de amparo de libertad en
base a que no habfa prueba alguna que lo vinculara al delito, y el Tribunal desestimó el
amparo y su pedido de libertad, en base a que presuntamente había acusaciones
pendientes contra él. Las acusaciones habfan sido retiradas. pero las autoridades
ecuatorianas no tomaron conocimiento de ese hecho. Las autoridades procedieron luego a
tomarse 22 días para lleqar a una decisión que, según las leyes del Ecuador, tiene que ser
"inmediata" y que sólo puede ser considerada como una negación de justicia. habida
cuenta de las pruebas presentadas.

El amparo de liberrad tiene el propósito de conceder una decisión. sin demora, sobre
la legalidad de una detención, pero también el de evitar la tortura V de proteger la vida e
integridad física de la persona. Como lo ha declarado la Honorable Corte:

[E]I habeas corpus. para cumplir con su objeto de verificaci6n judicial de la legalidad de la
privación de libertad. exige la presentación del detenido ante el juez o tribunal competente bajo
cuya disposición Queda la persona afeC"tade. En este sentido es esencial la función que cumple
el habeas corpus corno medio pera controlar el respeto a la vida e integridad de la persone. pera
Impedir su desaparición o la indetermineción de su lugar de detención. asr como para protegerla

contra la tortura u OtrOS tratos o penas crueles. inhumanos o degradantes" .4
5

Habida cuenta de la relación temporal entre los hechos del caso, la Comisi6n no
puede sino concluir que, en marzo de 1996, las autoridades del Estado recurrieron a actos
de tortura V otros actos de maltrato físico para obligar al señor Tibi a confesar el delito por
el cual lo mantenlan detenido, a fin de justificar su arresto y la perpetuación de su
detención. La inclusión en el expediente del señor Tibi de la declaración del señor Edison
Garcia, retractándose de sus anteriores acusaciones contra el señor Tibi, y su declaración
de que el señor Tibi era inocente de los delitos de que se le acusaba. privó a las
autoridades de una prueba verosímil que vinculase al señor Tibi a los cargos que se le
imputaban.

Por tanto, la Comisión pide que la Honorable Corte determine que el Ecuador es
responsable de la violac.én de los derechos del señor Tibi consagrados en los Artículos
7(6). 8 Y 25 de la Convención por no otorgarle acceso a un recurso sencillo, rápido y
efectivo y las garantías judiciales inherentes al debido proceso para la reivindicación de sus
derechos. como está obligado el Estado por la Convención. leídas conjuntamente con las
obligaciones del Estado en virtud del Artículo 1 (1) del mismo instrumento. La Comisión
pide también que la Honorable Corte determine que el Ecuador es responsable de la
violación de los derechos del señor Tib. consagrados en el Artículo 2 de la Convención de
que se dé efecto jurídico interno a los derechos consagrados en los Artículos 5. 7. 8 Y 25.

----------
'.S El Nabe.s Corpus bojo Susoensión ele aaranllas . supra nota 40. párr. 35 .
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El Estado está obligado, sea mediante la adopci6n de medidas legislativas o de medidas de
otra índole, según sea necesario, a dar efecto a los derechos protegidos por la Convenci6n
o a establecer un sistema de reparación a nivel nacional cuando las presuntas víctimas
soliciten una reparación a nivel nacional, si el Estado no es capaz de garantizar
efectivarnente .os derechos protegidos por la Convención.

F. Conclusiones

-

-

-

La Comisión afirma respetuosamente ante la Honorable Corte que las circunstancias de
hecho que acaban de relatarse determinan la responsabilidad internacional de la República del
Ecuador por la violación de la Convención Americana en relación con el proceso penal interno
contra Daniel David Titn, En particular, la Comisión sostiene que el Estado es responsable de
la violación del derecho del señor Tibi a la libertad personal, dispuesto en el Artículo 7(2) (3)
(4) Y (5), de su derecho a un trato humano, dispuesto en el Artículo 5(2). de su derecho a
no ser obligado a incrirninarse a sí mismo, dispuesto en el Artículo 8(2)(9) y 8(3), de su
derecho él ser juzgado dentro de un plazo razonable, dispuesto en el Articulo 8( 1l. de su
derecho a la presunción de inocencia. dispuesto en el Artículo 8(2), de su derecho a un
juicio imparcial, dispuesto en el Artículo 8(2)(bl. de su derecho a un abogado defensor,
dispuesto en el Artículo 8(2)(d) y (e), de su derecho al goce de sus bienes, dispuesto en el
Artículo 21 (1) Y (2) Y de su derecho a un recurso sencillo y rápido ante un tribunal
competente para protegerse contra actos violatorios de sus derechos fundamentales,
dispuesto en el Artículo 25. todos leídos conjuntamente con las obligaciones que impone al
Estado el Artículo 1f 1) de la Convención Americana. Además, la Comisión argumenta que
el Estado, al no otorgar una reparación por el maltrato durante la detención, al no otorgar
una reparación para la prolongada detención preventiva, violatoria de su propia legislación
interna, al no otorgar reparación por la demora indebida en la iniciaci6n del proceso judicial
y al no otorgar un recurso rápido y sencillo ante un tribunal competente para protegerse
contra violaciones de sus derechos fundamentales, todo ello constituye una violación de las
obliqactones asumidas por el Estado en virtud del Artículo 2 de la Convenci6n de dar efecto
jurídico interno a los derechos garantizados por los Artículos 5, 7, 8 y 25 de la
Convención.

VII. REPARACIONES Y COSTAS

En la sección que sigue se establecen las medidas de reparación que la Comisión
considera necesarias para descargar la responsabilidad de la República del Ecuador por las
graves violaciones de la Convención cometidas en relación con el proceso penal contra
Daniel David Tibi. Estas incluyen graves violaciones del derecho del señor Tibi a su
integridad ffsica y mental, así como de su derecho fundamental a no ser sometido a tortura
o a otro tratamiento o castigo cruel. inhumano o degradante, al aplicarle métodos violentos
para obligarlo a confesar los delitos de que se le acusaba. El señor Tibi también sufrió la
violación de su derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, lo cual, aparte de
constituir una grave violación del debido proceso, prolongó el perfodo de detención
preventiva experimentado por el señor Tlbi, lo que le causó un daño irreparable a él y a su
familia, ya que su matrimonio no sobrevivió a esta odisea y uno de sus hijos nació estando

'.- .
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él detenido. Por último. las pruebas del caso revelan que las violaciones contra el señor Tibi
fueron causadas por las autoridades del Estado, que no aplicaron las disposiciones precisas
de la legislación ecuatoriana. Además, muchas de las violaciones son parte de una
modalidad sistemática de violaciones cometidas por estas autoridades del Estado, como lo
indicó la Honorable Corte en su decisión en el caso Suérez Rosero. En consecuencia, es
considerable la amenaza de que se produzcan violaciones similares, y el Estado tiene que
ser obligado a tomar las medidas inmediatas y urgentes necesarias para hacer cumplir sus
propias leyes.

...

La Comisión sostiene ante la Honorable Corte la propuesta de que ordene al Estado
crear un sistema interno de reparación para que las personas procuren y obtengan una

reparación efectiva, sea de naturaleza judicial o administrativa, cuando son violados los
derechos consagrados en la Convención Americana. La Comisión reconoce que muchas
violaciones son causadas por problemas endémicos en el funcionamiento del sistema de la
justicia penal interna, que no pueden corregirse de la noche a la mañana, como la cantidad
abrumadora de expedientes en los tribunales penales, que determinan atrasos en el
cumplimiento de los plazos legales, y la falta de abogados de oficio durante los período del
interrogatorio bajo custodia, para citar sólo dos ejemplos. Es principio fundamental del
derecho Internacional en materia de derechos humanos que las instituciones internacionales
son subsidiarias de las nacionales. En consecuencia, corresponde al Estado la obligación
primordial de reparar las violaciones determinadas por los órganos del sistema
interamericano, no s610 en el caso especifico a consideraci6n, sino ante las causas que dan
lugar a la violación, V de otorgar reparaciones a las vlctimas de las violaciones. Si el
Estado no es capaz de reparar totalmente las violaciones determinadas por la Honorable
Corte, debe, como mínimo, establecer un sistema interno de reparaciones para implementar
la sentencia de la Corte y evitar la reiteraci6n de los mismos problemas que se presentan
ante el sistema interamericano.

.""....

Como se detalla más adelante, la Comisión considera que las reparaciones
necesarias para descargar la responsabilidad internacional del Estado en este caso deben
incluir: 1) una indernn.zación justa; 2) garantías de no repetición. y 3) los gastos y costas .

A. Obligación de otorgar reparaciones

De acuerdo con los principios generales del derecho internacional, la violación de
normas internacionales vinculantes para un Estado da lugar a responsabilidad internacional
de este y, en consecuencia, al deber de efectuar una reparación. Al respecto, la Honorable
Corte ha sostenido expresa y reiteradamente en su jurisprudencia, desde los primeros
casos de desaparición forzada en Honduras, que "IEII Estado está en el deber juridico de
prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar
seriamente con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del
ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los responsables, de imponerles las
sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una reparación edecuada"."

ee Véase CC,rte ID~. Caso vetásooer Radrfgur:l¡ Sentencia elel 29 de julio de. 1988. Serie r; No. 4 .. p~rr. 174.
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Según se demuestra en la secciones precedentes relevantes de la presente
demanda. las violaciones involucran los derechos del señor Daniel David Tibi a la libertad
personal. dispuesto en los Artículos 7(2}(3)14) y (5) de la Convención, el derecho a un trato
humano, dispuesto en el Artfculo 5(2), el derecho a no ser obligado a incriminarse a sí
mismo, dispuesto en el Artfculo 8(2}(g) y 8(3). el derecho a ser juzgado dentro de un plazo
razonable. dispuesto en el Artículo 8(1), el derecha a la presunción de inocencia. dispuesta
en el Articulo 8(2l, el derecho a un juicio imparcial, dispuesta en el Artículo 8(2)(b), el
derecho a un abogado defensor. dispuesto en el Artículo 8(2}(d) y (e), el derecho al goce
de los bienes, dispuesto en el Artículo 21 (1) Y (2) y el derecho a un mecanismo interno
efectivo. dispuesto en los el Artículos 7(6) y 25 para protegerse contra actos violatorios de
los derechos fundamentales que establece la ley. Además. la Comisión sostiene que el
Estada incurrió en violaciones adicionales por no acatar la amonestación de la Corte en el
casa susrer Rasero para evitar Toda reiteración de las violaciones establecidas en ese caso.
que son materia del caso presente. Esta última violación también implica, como
proposición general, la no aplicación por el Estado de sus propias leyes y la falta de
establecer un recurso interno efectivo para tratar estos casos a nivel nacional, en violación
del Artículo 2 de la Convención.

El principio que rige el deber de efectuar una reparación está reflejado en el Artrculo
63( II de la Convención Americana, que dispone que, una vez que la Honorable Corte ha
establecido una violación, dictaminará que se asegure a las partes lesionadas en goce de
sus derechos y libertades violados. Este Artfculo establece también que la Honorable Corte
"dispondrá asimismo, si ello fuera procedente. que se reparen las consecuencias de la
medida o situación que ha configurado la vulneración. y el pago de una justa indemnización
a la parte lesionada".

Como lo ha señalado la Corte, el Artfculo 63(11 de la Convención Americana
codifica lo que "constituye una norma consuetudinaria que es, además. uno de los
principios fundamentales del actual derecho de gentes" ."<7 Las obligaciones incurridas en
virtud del Articulo 63! 1) están regidas por el derecho internacional en todas los aspectos
pertinentes. "por ello, la presente sentencia impondrá obligaciones de derecho internacional
que no pueden ser modificadas ni suspendidas en su cumplimiento por el Estado obligado
invocando para ello disposicicnes de su derecho interno".-·

Las medidas de reparación apuntan a otorgar a los lesionados por una violación una
reparación efectiva. El objetivo esencial es otorgar, en la medida de los pasible, restitutio in

47 véase corte IOH, :aso A!oeboeroe. Rep:Jfc3ciones. Sentencia del 10 de Oieptiembre de '993, Ser. e N~ 15. párr.
43. Cnonao emr« alfas. Corte IOH. Caso Ve/~squez Rodrigue>. Indemnización por dañes. Sentencia del 21 de julio de 1989.
S.,. C No. 7. párr. 25; Corte IDH. C.so Goclfnez C'!Jz. Indemnización par danos. semer-c.e dal 2\ de julio de le89. S.r. e
No. 8 pérr , '3. vécse también. Cone IOH. Cago E/Amparo. Reparaciones, Snntencia del 14 de ~eJ::l'tjelTlbre de 1996, Ser. e
No. 28, pérr '4., citando. entre otros, Fot'ctory al ChorzÓw. .Jurisdlcctén, Sentencia No. 8, '927. CIJ .. Ser. A, No. 9, p. 21:
Fscrory Br CnOfZóW, Mériros, Sentent::i21 No. 13. 1928, CIJ., Ser. A No 17. D. 29, RerJaraeión por darias sutriaos tn el
sQ(v/c/a (j~ I.JS Nscianes UnidfJs, OpInIón Consultiva, CIJ. Informes 1949, p. 184.

LS Vaa.58 Corte ¡DH, Caso El Ampo/a, ,q~psreciol?es, $ontéfJC;." supra nota 47, párr. 15; CorTe ¡Orf, Caso
Ala~boe10e, RaparLicione:s Sentencia. supra nota 47, párr , 44
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integrum o "la plena restitución de la lesión sufrida" 49 Las reparaciones tienen el objetivo
adicional y fundamental de disuadir futuras violaciones. La aplicación de reparaciones es
crucial para asegurar que se hace justicia en cada caso individuar. "La tarea de reparación
es convertir la ley en resultados para disuadir las violaciones y restablecer el equilibrio
moral cuando se han cometido errores". so La propia eficacia de la ley descansa en el
principio de que la violación de un derecho protegido exige una reparación." En el caso a
la vista de la Corte, es crucial una reparación adecuada, no sólo para hacer alguna justicia
al señor Tibi por las graves violaciones perpetradas en su contra, sino también para evitar
violaciones similares en el futuro, mediante la aplicación de leyes y procedimientos que no
se conforman con los requisitos de la Convención Americana.

B, Medidas de reparación
,1/1*"

1. Justa indemnización

-

Cuando, como en el caso del señor Tibi, no es posible aplicar la norma de
restitución in integrum debido a la naturaleza de los danos sufridos, la cuantificación de las
pérdidas en términos pecuniarios surge como alternativa necesaria, El pago de una justa
indemnización debe ser fijado en "términos suficientemente amplios" para reparar el daño
"en la medida de lo posible". 62 Dicha Indemnización apunta primera a reparar los daños
reales -materiales y morales- sufridos por las partes lesionadas. 53 La cuantificación de los
daños debe estar proporcionada el "la gravedad de las violaciones y del daño resultante." 54

SI bien la Corte ha sostenido que cada caso debe ser examinado individualmente en cuanto
a sus danos, ha indicado que en circunstancias particularmente graves en que no se
considera suficiente una sentencia de condena, la Corte puede otorgar una indemnización
por daño moral. ss A su vez. se ha considerado que el daño moral incorpora los daños
físicos, mentales y emocionales y el sufrimiento resultante para la víctima y sus familiares
denvados de las violaciones determinadas y de sus efectos."

ol.!t Corte IOH, Caso vetesaoer ffoC1rrguezJ IntefprfJtdc;ófl de 56nff:Jncit/ de maomnaecián por aeso». Sentencia del' 7
do .gO"'O do ~ 990. Sor. e Ne. 9 parr.27.

:" Olnah Shelron. REMECIGS 'N INTERNAT/ONAL HUMAN RIGHTS LA W \ 1999). pago 54.

-

ro "Donde h3'l violsció,l Sin sanciOn o darlo sin reparación, el Dcr(!cho entra en crisis, no s610 como mstrumentc
cera rfJBolver cierto litigio, sino coma método para resolverlos todos. e; decir l [Jara asegurar I~ paz con justlcia H

• SergiO
Garc(s Ram(rez. "Las reparaciones en el $tstcm:i intcrernerlceno de protec:clól'l de los derechos: humanos", tr~bdJo prGsentado
3. Seminario "EI SIstema ln"CBrameric:ar'lo de ~rot&cci6F'\ de 10$ derect',c-s hurr,ancs en ~I umbr~l e1el sIglo xX,". San José. Costa
Rica ¡NOViembre de 19991

" Corta IDH. Caso vctsooue: Rodrfguez. tnterpretecsán, supra MtJ 49. parr. 27.

~1 \/éase Corte IOH, case Aloebaeroe, ReporBc'-ones, suors nota 34, pá," 47, 49,

(,4 'Jer<IJ16n revisaca de 1"," Prinr:jpios V directrices báSICOS sobre el darachc d", las vlctrmas de violaciones de las
normas .nrornactonates de oereenee humanos y del derecho InternacIonal humanitario a in,erpOr"lN re-cursos V ob'tener
rep9r!1e'lones." prepar¡)do por el Señor Theo van aoven. ONU Doc. E/CN.4/Sub.2/1996/1? [en adelante. Principios ReVisados
de ven ecven. pérr . 1.

,,~ Corta IOH. Caso Atoeboetoe. Repsraciones $l.Jpr8 nota 47. párrs , 47, 49: Corte IDH. Caso El Amparo.

Reparaciones. supra noto! 34, narr. 16.

~,'l Corte IDH. Case Velá,squ9Z Rcar/Oflcz, Indemniz8cióI1 Comoensstcrie, supra nota 47, carr. 27; Corte IOH, Caso
Ei Amparo. Rep.:Jlacfones. supra note 4', párrs 33~37
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El señor Tibi aportó pruebas sustanciales y detalladas, complementadas por
terceros, en relación con el intenso dolor y daño físico y mental para su salud en general
que experimentó en relación con los interrogatorios y las golpizas por parte de funcionarios
carcelarios que procuraron coaccionarlo para que confesara y admitiera su implicancia en
los delitos que se le imputaban. El señor Tibi no sólo sufrió gravemente en el momento de
estas qoloizas y tormentos, sino que su continuada detención sin causa prolongó el
sufrimiento en el tiempo y determinó la irrevocable ruptura de su matrimonio. Además, el
daño a su reputación y la incapacidad de desplegar actividades mientras estuvo en la cárcel
dio lugar a que perdiera su trabajo y a su incapacidad de solventar a su creciente familia,
pues no podía generar ingreso alguno, y los considerables bienes que tenía en su poder
cuando fue detenido le fueron incautados y no le fueron devueltos. Además, uno de sus
tres hijos nació estando él detenido. En consecuencia, no pudo asistir a su esposa y
familia durante estos momentos diffciles, y los escasos recursos de que disponía su familia
fueron consumidos en la asistencia letrada contratada para obtener su liberación y en los
viajes para visitarlo en Guayaquil, donde estaba detenido, pese a que fue arrestado y su
familia residía en Quito. El efecto para su esposa e hijos no puede ser sino traumático,
especialmente reconociendo que eran extranjeros en este país, con escaso conocimiento
del sistema judicial y de las aduanas del Ecuador. El choque cultural más alarmante debe
haber sido comprobar que las autoridades no hacían cumplir las leyes del Ecuador.
Además, las condiciones de detención a que fue sometido el señor Tibi no satisfacían los
requisitos mínimos de trato humano que dispone el derecho inrernacional y. en realidad. la
propia legislación interna, y, al privar al señor Tibi de su derecho a ser juzgado dentro de un
plazo razonable. el Estado no sólo cometió una grave violación de los derechos que le
otorga la Convención. sino que exacerbó y prolongó la separación de su familia y la
angustia de no poder obtener su liberación.

-
Como la Comisión lo ha sostenido en el cuerpo de esta demanda, en todas las

circunstancias el tratamiento propinado al señor Tibi fue suficientemente grave como para
constituir tortura, denuo del significado del Artículo 5 la Convención Americana. En
consecuencia, la Camisón entiende que el señor Tibi tiene derecho a recibir, y el Estado
está obligado a otorgar. una indemnización suficiente para reflejar el carácter fundamental
y grave de estas violaciones, tanto para otorgar una reparación como para disuadir
Violaciones similares en el futuro.

2, Garantías de no repetición

-

Es principio fundamental que toda violación de una obligación internacional que
cause daño crea una obligaci6n de efectuar una reparación adecuada y de poner fin a las
consecuencias de la violación. 57 La Honorable Corte ha sostenido, en consecuencia, que
el Estado podría estar obligado a adoptar las medidas necesarias para asegurar que nunca

-
5'7 Corte IOH. Ceso Vel9SQUeZ R('JQrlgue~, tnaernnizecián oor d8nOS. soor» nota 47, párr. 25. enance Factorv él!

cnorzáw. Jansaiccion, Sentencia No. a. 1927. CIJ, Serie A No. 9. phg. 21; Corte IDH. Caso Aloaboaroe a, 01 ..
ñeoereciones. supra nota 34, pA(r. 43: ce-te IDH, Caso Blake, Reparaciones (Art. 6311' convonctoo Americana sobre
Derechos Humanos, Sentencia de 22 de enero de1999, Series C N' 46, perr. 33

_.
~c::_ TiJL- ':11"'0' 1'-'·0:::-"7,_..J ,. <-~ ...) , • -'..J P.51
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más se repita en su jurisdicción una violación de la naturaleza determinada por ella. se El
Articulo 2 de la Convención Americana impone una obligación positiva a los Estados
partes de dar efecto legal interno a las protecciones de dicho instrumento mediante la
adopción de "las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer
efectivos tales derechos y libertades".

.-

-

En congruencia con los principios mencionados la Corte ha sostenido
anteriormente que en los casos en Que se concluye que la legislación del Estado es
incompatible con las disposiciones de la Convención Americana y fueron invocadas o
aplicadas de manera tal que se causó daño a una vfctima, el cumplimiento de esos
requisitos obliga al Estado parte a adoptar las medidas legales internas necesarias para
adaptar la legislación en cuestión a efectos de conformarla con la Convención Americana
sobre Derechos Humanos. 5~

En el caso actual, es significativo que las violaciones cometidas contra el señor Tibi
fueron en muchos aspectos importantes una reiteración de las cometidas por el Estado
contra el sen el caso Suére: Rosero nunca más se repitieran en su jurisdicción. Pese a ello.
las violaciones fueron nuevamente cometidas. La Honorable Corte dictó sentencia en el
caso Suárez Rosero el 12 de noviembre de 1997. Daniel Tibi fue liberado en enero de
1998 y el 15 de Julio de 1998 interpuso su petición ante la Comisión.

En consecuencia. la Comisión sostiene que las medidas para asegurar la no
reiteración de las violaciones que sufrió el señor Tibi son cruciales para una solución justa y
efectiva de la materia ar.te la Corte. En panicular. el Estado debe ser obligado a:

a. Adoptar las medidas necesarias para dar efecto al recurso de amparo de
libertad. para que sus disposiciones, de acuerdo con la legislación ecuatoriana,
puedan ser implementadas tanto desde el punto de vista procesal como sustantivo;

b. Adoptar las medidas necesarias para que el sistema judicial penal cumpla
efectivamente con la legislación ecuatoriana:

c. Crear un mecanismo interno conforme al cual los peticionarios puedan
presentar sus denuncias en relación con las faltas del sistema de la justicia penal en
cuanto a su funcionamiento oportuno y efectivo y conforme al cual puedan obtener

•reparaciones.

3. Gastos V Costas

Esta Honorable Corte ya ha sostenido que los gastos y costas pueden ser
considerados elementos de la reparación de los que habla el Artículo 6311) de la

",.

se Corto !DH. Ca," Sullre~ sosero. supra nOl' 1. párr. 106.

lo'" \/~ase. nor ejemplo. Caso LCJaY2a Temevo, Reparaciones (ArT. 631',) Convención Americana sobre Darachos
Hum8noS!. Sentencia de 27 de no" amb,e de 1998. párrs. 162·164. 192151·
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Convención, pues estos son consecuencia natural de las acciones emprendidas por la
víctima, sus familiares o sus representantes para obtener una resolución de la Corte que
reconozca las violaciones de los derechos cometidas y establecer las consecuencias
jurídicas. También ha sostenido que el concepto de gastos examinado en el Artfculo
53( 1¡ puede incluir los COStos que conllevan las actuaciones ante los tribunales internos y
la búsqueda de justicia en el plano internacional, ante la Comisión Interamericana y la
Corte lnterarnericana."? Se ha entendido que las gastos y costas que pueden ser
ordenados como parte de las reparaciones en un caso ante la Corte refieren a los
necesarios y razonables, de acuerdo con las particularidades del caso V que han sido
efectivamente efectuados o prometidos por la víctima o sus representantes, y están
determinados sobre una base de equidad."! En anteriores sentencias. el otorgamiento por
la Corte de gastos y costas ha incorporado rubros tales como los gastos por llamadas de
larga distancia, boletos de avión y viáticos para la víctima y sus representantes, el costo
de correo, fax y servicios postales privados, cuando tales gastos son generados por la
presentación del caso de la vlctirna ante los tribunales internos e internacionales
oerrínemes."

..,..

-

-

En el caso presente, el señor Tibi estuvo representado originalmente por un
abogado francés llamado Arthur Vercken, en las actuaciones ante la Comisión
Interamericana, del 15 de julio al 9 de noviembre de 2001. De ahf en adelante. a partir
del 12 de diciembre de 2001, el caso fue asumido por dos organizaciones no
gubernamentales, la ONG internacional CEJIL y la ONG ecuatoriana Clfnica de Derechos
Humanos de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador. La Comisión no conoce los
arreglos financieros entre la presunta víctima y sus representantes. ni si han recibido alguna
remuneración por sus servicios profesionales.

-

-

La Comisión considera que, en este caso, es esencial el otorgamiento de gastos y
costas razonables y justificados. sobre la base de la información presentada por los
peticionarios. La Comisión considera que la Corte también debería contactar al señor
Arthur Vercken, para que aporte información sobre sus gastos y costas. La Comisión
observa que en el laudo deberá tenerse en cuenta los gastos y costas pasados y corrientes,
asl como los que serán necesarios para seguir la materia ante la Honorable Corte, en todas
sus etapas, incluido el cumplimiento de una eventual sentencia.

90 Vá.oc por erernp.o, Corte IOH. Caso Looyza Temevo, Reparaoian"e, Santancta. supra nota 4$, pérrs. 177·
180: Co". IDH. Case Gerrtdo y 8.i90,,;a, Repor"c;ones (Art. 6311' Convención Americana <obro Derechos Humanesl.
Sentencie de :1.9 de enero do 1997. Serie C NJ'. párrs . 80 8:1..

tl1 Corte IOH._ Caso t osvze Temsvc, RepDreciones. S~n't:~"'cla. suore i'lotR 46. narr. 17B; Corte IOH. caso G.:mido
y Bt}iyo/'r";a, ñeoerecione«. Ser-tanela. supra nota 47. nárrs . ea, 82.

" Vease _por eJem~.lo, Corte IDH. Caso 8lake. Reoececiooes, Sentencia. supra nora 44. párr. 66; Corte IDH. Caso
LOOYlB rsmovo, Rl"pat'8ciones. Sentencia. Sttpf;) nora 47. p6rr. '73.

--
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•
VIII. PETICION

,~ ..... Sobre la base del análisis de hecho y de derecho que antecede, la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos solicita respetuosamente que la Corte Interamericana
de Derechos Humanos declare a la República del Ecuador responsable de:

a. la violación del derecho de Daniel David Tibi a un trato humano, consagrado
en los Artículos 5( 1) Y 5(2) de la Convención, en fa que se refiere a la tortura y otros
maltratos sufridos durante la detención, leídos en conjunto con las obligaciones que asumió
el Estado en virtud de! Artículo 1(1 ¡ del mismo instrumento;

b. la violación del derecho de Daniel David Tibi a no ser obligado a incriminarse
a si mismo yana ser coaccionado para confesar la culpabilidad, dispuesto en los arrtculos
8(2)1g) y 8(3) de la Convención, en lo que se refiere a la tortura y otros maltratos a que fue
sometido con el fin de extraerle una confesión, leídos conjuntamente con las obligaciones
que asumió el Estado en virtud del Artículo 1(1) del mismo instrumento;

c. la violación del derecho de Daniel David Tibi a la libertad personal, dispuesto
en el Artículo 7(2) y (3) de la Convención, en lo que se refiere a su arresto sin orden
judicial que lo autorizara, en violación de la legislación ecuatoriana, leído en conjunto con
las obligaciones que asumió el Estado en virtud del Artículo 1(1) del mismo instrumento;

d. la violación del derecho de Daniel David Tibi a la libertad personal, dispuesto
en el Artículo 7(4) y5) de la Convención. por no haberlo informado de las razones de su
detención y de los cargos que se le imputaban, y por no haberlo llevado sin demora ante un
juez u otro funcionario judicial, leído conjuntamente con las obligaciones que asumió el
Estado en virtud del Artlcuro 1r1) del mismo instrumento;

-

e. la violación del derecho de Daniel David Tibi a un juicio justo, dispuesto en
los Artlculcs 7(4) y 8(2)(b) de la Convención, por no haberlo informado el Estado de los
cargos que se le imputaban; y del derecho dispuesto en el Artículo 8(1), por no llevarlo
ante un juez dentro de un plazo razonable para que ejerciera el derecho a ser oído con
todas las garantías del debido proceso; y del derecho consagrado en el Artículo 812), por
no presumir su inocencia hasta probar su culpabilidad; y del derecho consagrado en el
Artfculo 8(2)(dl y (el. por negarle el acceso a un abogado y no designarle el Estado un
abogado cuando, al principio, no podra solventar un abogado particular, todo ello, leído
conjuntamente con las obligaciones Que asumió el Estado en virtud del Artículo 1(1) del
mismo instrumento;

-
f. la violación del derecho de Daniel David Tibi a la propiedad, dispuesto en el

Artículo 21 de la Convención. por no haberle devuelto el Estado los bienes incautados en el
momento del arresto cuando lo liberó, leído en conjunto con las obligaciones que asumió el
Estado en virtud del Artículo 111) del mismo instrumento;

.'" ..
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g. la violación del derecho de Daniel David Tibi al acceso a un recurso sencillo,
rápido y efectivo para reivindicar los derechos garantizados en los Artrculos 25 y 7(61 de la
Convención, por no haberse implementado efectiva y puntualmente el recurso judicial de
amparo, leído conjurtamente con las obligaciones que asumió el Estado en virtud del
Artículo 1(11 del mismo instrumento;

h. la violación del derecho de Daniel David Tibi, dispuesto en el Artrculo 2 de la
Convención, por cuanto el Estado no implementó las medidas necesarias para evitar la
repetición de las violaciones establecidas en el presente caso.

En cuanto a las reparaciones, la Comisión solicita respetuosamente que la Honorable Corte
ordene que la República del Ecuador:

1 .

2.

3.

Proceda a otorgar una reparación completa, que incluya, aunque no en forma
exclusiva, el otorgamiento al señor Daniel David Tibi de la indemnización y
rehabilitación aplicables por la tortura que sufrió, y la eliminación de todo
prontuario que pueda existir respecto de él;

Ordene una investigación para identificar a los responsables de las
violaciones detectadas por la Comisión y, de ser posible, sancionarlas;

Adoptar las medidas necesarias para hacer cumplir la legislación sobre el
amparo de libertad.

-

4. Hacer efectivas las siguientes medidas de indemnización monetaria:

El pago de una indemnización razonable y justificada por los daños materiales
y morales relacionados con las violaciones que sufrió Daniel David Tibi;

El pago de gastos y costas razonables y justificadas para procurar justicia a
nivel interno V ante la Comisión y la Corte Interamericanas;

El pago de dicha compensación se hará efectivo en d61ares de Estados
Unidos o en el equivalente en moneda ecuatoriana, y estará libre de todo
impuesto vigente o que se pueda gravar en el futuro;

5. Cumpla las disposiciones de una eventual sentencia dentro de los seis meses
a partir de la fecha de su pronunciamiento.

Finalmente, la Comisión solicita respetuosamente que la Honorable Corte establezca en su
sentencia que mantendrá competencia sobre la materia hasta que se certifique el
cumplimiento de las medidas de reparación.
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IX. PRUEBAS

La Comisión ha particularizado más adelante las pruebas documentales y testimoniales
en que se basa para establecer los hechos del presente caso. También ha pedido a la Corte
que solicite a la República del Ecuador que presente las correspondientes pruebas
testimoniales y documentales, de conformidad con el Artículo 44 del Reglamento de la
Corte,$3 debido a la imoortancia de esa prueba para determinar las cuestiones planteadas en el
presente caso.

La Comisión también desea comunicar a la Honorable Corte de la posibilidad de que,
en el curso de la tramitación del caso ante la Corte. surja información pertinente nueva o
adicional que, de llegar a conocimiento de la Comisión, ésta presentará a la atención de la
Corte oportunamente. También es posible que, en el curso del trámite del caso ante la Corte,
ciertos testigos o peritos designados en esta demanda puedan no ser presentados por la
Comisión, o Que sea necesario presentar testigos o peritos adicionales, no designados en la
demanda. La Comisión, por tanto, se reserva el derecho de proponer testigos o peritos
adicionales no designados actualmente para que sean escuchados por la Corte, o de no
presentar ciertas pruebas indicadas en la presente demanda.

A, Pruebas documentales presentadas por la Comisión

a. Véase la lista de anexos, infra.

._.

....

-

.....,
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B. Solicitud de presentación de pruebas documentales por la República del
Ecuador

1. La Comisión solicita que la República del Ecuador presente ante la Honorable
Corte todos los registros médicos relacionados con la detención del señor Tibi respecto del
proceso penal en cuestión en el caso presente, incluidos los vinculados al estado de salud y
tratamiento médico del señor Tibi antes V después de marzo de 1996.

2. La Comisión solicita que la República del Ecuador presente ante la Honorable
Corte copias autenticadas de la Constitución del Ecuador. el Código Penal, el Código de
Proceso Penal V la Ley de Sustancias Estupefacientes y Sicotr6picas vigentes a la altura de
los hechos en cuesti6n .

3. La Comisión solicita que la República del Ecuador presente el expediente judicial
de proceso instruido contra el señor Tibi.

&1 El Artrcu.o 44 del Reglamcmo de la Corte establece: HEn cualquier estado de la causa 13 Corte podrá: 1.
Procurar do oficio tod:~ prueba QU(1 cons.dere (¡tli. e,.. particular. podrá oír en calidad de testiQo. perito o por otro ';.(t .... lo, B

cualquier nersona euvo testímorsc. declaraCión u opinión B5"time panineme. 2. Requerir de las panes el sumfnisrro de alguna
prueba que esté a 6U alcance o de cuaiqurer explicación o decteraeión que. " Su jUicio. pueda sal' útil. 3. Solicitar a cualquier
entidJd. otícma. órgano o autoridad de SIl elección, que obtenga Informoci6n. que exprese una oplnl6n o que haga un inform&
O dict3men sobre un punte determInado. Mien1ras 1;) Corte no lo autorice. los documento"i respectivos. no serán Dublicados.
4. Corr-isionar a uno o varios da sus mrernbros para que realicen cualqvier medida" .

'36~·~ P.56
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C. Testigos presentados por la Comisión

~.

.~.

La Comisión opina que el presente caso, que en muchos aspectos es sustancialmente
una duplicación de muchas de las cuestiones consideradas en el caso Suárez Rasero. En
consecuencia, la Comisión sostiene que el presente caso puede resolverse sobre la base de
las pruebas documentales presentadas exclusivamente. En general. las violaciones
denunciadas en esta demanda Implican violaciones de la legislación interna por parte del
Estado. que también incurre en responsabilidad internacional por ser violaciones del derecho
internacional en materia de derechos humanos, de acuerdo con la Convención Americana
sobre Derechos Humanos.

.- Si la Corte decidiera celebrar una audiencia sobre el caso, la Comisión se propone
presentar a:

Daniel David Tibi - la presunta víctima en este caso;

Alain Abellard. periodista de "Le Monde", quien escribió un artfculo. "Midnight Express
in Equateur", para Le Monde. el 18 de junio de 1998 y conoció las condiciones de detención
del señor Tibi y las condiciones carcelarias del Ecuador en general.

Embajador Laurent Rapin, Embajador de Francia en Ecuador a la altura de los hechos,
quien sabía de la situación legal del señor Tibi V de sus condiciones de detención.

D. Peritos presentados por la Comisión

- Sirva referirse a "C" supra.

E. Testigos cuya comparecencia la Comisión solicita a la Corte

•
Juez Angel Rubio Game -Juez Primero de lo Penal de Guayas, a cargo del caso;

Juez Rafael Estévez Moncayo - Presidente de la primera sala del Tribunal Superior
•

de Guayaquil. El juez que inició la acción administrativa contra el Juez Angel Rubio Game.

Juez Reinaldo Cevallos - Juez Segundo de lo Penal de Guayas. el tercer juez
encargado del caso Tibi. El juez que desestimó los cargos contra el señor Tibi el 3 de
septiembre de 1997.

John Brikett - Fiscal General de Guayas sobre este caso. Solicit6 la recusación del
Juez Hub.o en el caso Tibi por mal manejo del mismo.

Oswaldo Valle Cevailos - Fiscal Décimo del Tribunal Penal de Guayas. El senor Tibi
formuló su declaración ante este fiscal el 28 de septiembre de 1995.

P.s'?96%
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Eduardo Garcia León - ca-acusado con el señor Tibi, cuya declaración inculpatoria

del señor Tibi dio lugar al arresto de éste.

X. LISTA DE ANEXOS

Anexo 1. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Caso N° 12.124,
Daniel David Tibi c. República del Ecuador, Informe sobre Admisibilidad N° 90/00 de 5 de
octubre de 2000, aprobado por la Comisión en el 1OS ° período ordinario de sesiones.

Anexo 2. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Caso N° 12.124,
Daniel David Tibi c. República del Ecuador, Informe sobre el Fondo (Artículo 50) N° 34/03
de 3 de marzo de 2003, aprobado por la Comisión en el 117 ° perrada ordinario de

•sesiones.

Anexo 3. Expediente del caso (en tres tomos!.
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